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Resolución R 7/2012 Expediente 36/2008

En la Villa de Bilbao, a 31 de mayo de 2012

La Junta Arbitral del Concierto Económico con la
Comunidad Autónoma del País Vasco, com-
puesta por D. Carlos Palao Taboada, Presidente,
y D. Isaac Merino Jara y D. Francisco Javier Mu-
guruza Arrese, Vocales, ha adoptado el siguiente

ACUERDO

sobre el conflicto planteado por la Diputación
Foral de Gipuzkoa frente a la Administración Tri-
butaria del Gobierno de Navarra sobre el domi-
cilio fiscal de la entidad ENTIDAD 1, S.L. (NIF:
---------), que se tramita ante esta Junta Arbitral
con el número de expediente 36/2008.

I. ANTECEDENTES

1. El presente conflicto fue planteado por la Di-
putación Foral de Gipuzkoa mediante escrito de
fecha 11 de junio de 2008, registrado de entrada
en esta Junta Arbitral el siguiente día 13. En dicho
escrito se exponen los antecedentes que se resu-
men a continuación:

- La entidad ENTIDAD 1, S.L. (NIF: ---------) (en
adelante "la entidad") se constituyó en Bea-
sain (Gipuzkoa) el 11 de noviembre de 1997,
estableciendo su domicilio social en DOMI-
CILIO 1, de Torrano-Dorrao (Navarra).

- Mediante escritura de 30 de diciembre de
2002 la entidad trasladó su domicilio social a
DOMICILIO 2, de Beasain (Gipuzkoa).

- Mediante escritura de 17 de diciembre de
2004 la entidad trasladó nuevamente su do-
micilio social a DOMICILIO 3, de Beasain (Gi-

puzkoa), que sí es admitido como domicilio
fiscal de la entidad por la Hacienda Foral de
Gipuzkoa a partir de la fecha indicada.

- A solicitud del Servicio de Gestión de Impues-
tos Indirectos la Inspección de la Hacienda
guipuzcoana realizó una comprobación del
domicilio fiscal de la entidad, de la que re-
sultó un informe de fecha 22 de octubre de
2004.

- Mediante Orden Foral 273/2008, de 13 de
marzo, notificada a la Administración del
Gobierno de Navarra el siguiente día 14, se
dio traslado al Gobierno de Navarra de la
propuesta de rectificación del domicilio fis-
cal de la entidad.

- La referida propuesta no había tenido con-
testación a la fecha del planteamiento del
conflicto.

- El 10 de junio de 2008 el Consejo de Diputa-
dos de la Diputación Foral de Gipuzkoa
acordó plantear el presente conflicto ante
la Junta Arbitral.

2. Expone a continuación el escrito de plantea-
miento los argumentos en los que basa su solici-
tud, si bien fundamentalmente se remite al
expediente de comprobación del domicilio fiscal
de la entidad. Concluye pidiendo a la Junta Ar-
bitral que "determine que el domicilio fiscal de la
entidad ENTIDAD 1, S.L. desde el 30 de diciembre
de 2002, fecha en la que dicha entidad trasladó
su domicilio social desde Navarra a Beasain (Gi-
puzkoa), en la DOMICILIO 2, hasta la fecha de 17
de diciembre de 2004, en la que nuevamente
trasladó su domicilio social a la DOMICILIO 3 de
dicha localidad de Beasain (Gipuzkoa), no radi-
caba en Gipuzkoa sino en Navarra".

3. Son dignos de mención los siguientes datos re-
lativos al procedimiento de cambio de domicilio
fiscal:
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- La solicitud de comprobación de dicho do-
micilio formulada por el Servicio de Gestión
de Impuestos Indirectos de la Diputación
Foral de Gipuzkoa a la Inspección estaba
motivada por la presentación por la entidad
de declaraciones del IVA correspondientes
a los tres primeros trimestres del ejercicio 2003
con resultado a compensar y la solicitud de
devolución por el periodo anual por importe
de 3.272,67 euros. El informe de la Inspección
de la Hacienda Foral de Gipuzkoa de 18 de
noviembre de 2005 (págs. 108 Y sigs. del ex-
pediente de comprobación del domicilio fis-
cal aportado por la Diputación, pág. 111)
indica que las devoluciones solicitadas por
la entidad correspondientes a los ejercicios
2003 y 2004 han sido tramitadas por el Servi-
cio de Gestión de la Diputación Foral, previa
presentación por el obligado tributario de los
avales correspondientes.

- Atendiendo a la mencionada solicitud, la Ins-
pección de la Hacienda Foral de Gipuzkoa
emitió el informe, ya citado, de 22 de octu-
bre de 2004 (págs. 86 Y sigs. del expediente
aportado por la Diputación). En este informe
se contiene fundamentalmente la exposi-
ción de los elementos de hecho en los que
se basa la posición de la Diputación Foral de
Gipuzkoa.

- A la vista del anterior informe, el Director Ge-
neral de Hacienda de la Diputación Foral de
Gipuzkoa adoptó el 25 de octubre de 2004
el acuerdo de iniciar el procedimiento de
cambio de domicilio fiscal de la entidad y re-
mitir propuesta en ese sentido al Gobierno
de Navarra para que éste se pronunciase en
el plazo de dos meses establecido en el artí-
culo 49.Nueve del Concierto Económico.

- La Hacienda de Navarra emitió, por su parte,
con fecha 30 de mayo de 2005, informe
sobre la anterior propuesta (págs. 97 y sigs.
del expediente), en el que se recogen los
elementos de hecho en los que se funda la
postura de la institución navarra. La conclu-
sión de este informe es que no procede ac-
ceder a la petición de cambio de domicilio

propuesta por la Diputación Foral de Gipuz-
koa. El Director Gerente del Organismo Au-
tónomo Hacienda Tributaria de Navarra
dictó el 23 de junio de 2005 una resolución
en tal sentido, que fue comunicada a la Ha-
cienda Foral DE Gipuzkoa.

- La posición de la Hacienda de Navarra dio
lugar a un nuevo informe de la Inspección
de la Diputación Foral de Gipuzkoa de fecha
18 de noviembre de 2005 (págs. 108 y sigs.
del expediente), "a fin de que se valore la
conveniencia de elevar el expediente a la
Junta Arbitral referida en [el Concierto Eco-
nómico] o, en otro caso, se resuelva el ar-
chivo del mismo". En este informe se replica
a los razonamientos de la Hacienda navarra
y se reitera la posición de la guipuzcoana.

4. Admitido a trámite el conflicto el 12 de sep-
tiembre de 2008, el Director Gerente de la Ha-
cienda Tributaria de Navarra presentó un escrito
de fecha 7 de noviembre de 2008, que tuvo en-
trada en esta Junta Arbitral el siguiente día 10, en
el que arguye que la Junta Arbitral del Concierto
no tiene competencia para resolver los conflictos
que se pueden suscitar entre la Diputación Foral
de Gipuzkoa y la Administración Tributaria de la
Comunidad Foral de Navarra, por lo que con-
cluye que "los conflictos a los que nos estamos re-
firiendo han de dilucidarse en la jurisdicción
contencioso-administrativa; y ello, tanto si se pro-
mueven por las respectivas Administraciones
como, a título de ejemplo, en caso de conflicto
negativo, por los particulares". Por otra parte ma-
nifiesta que "[d]ado el rechazo de la competen-
cia de la Junta Arbitral de Concierto, no se entra
a fundamentar la posición de la Comunidad
Foral de Navarra sobre el fondo del asunto que
motiva el conflicto".

5. Puesto de manifiesto el expediente por
acuerdo del Presidente de la Junta Arbitral de 7
de abril de 2009, se presentaron los siguientes es-
critos:

1º. El Gobierno de Navarra lo hizo con fecha
7 de abril de 2009, registrado el día 14 de
abril, en el que da por reproducidas las
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alegaciones de su anterior escrito sobre la
incompetencia de esta Junta Arbitral y
añade las siguientes consideraciones:

"Como resumen y conclusión de dichas
alegaciones ha de manifestarse que de
la normativa actual ha de derivarse la
ineficacia de cualquier decisión de la
Junta Arbitral del Concierto respecto a
la Hacienda Tributaria de Navarra, ya
que dicha Junta Arbitral no se encuen-
tra prevista en el Convenio y, siendo
éste la norma que rige el régimen tribu-
tario de la Comunidad Foral, en abso-
luto puede deducirse de él que la Junta
Arbitral del Concierto pueda dejar sin
efecto una decisión de la Hacienda
Foral de Navarra. Esto último solamente
podrían hacerlo la Junta Arbitral del
Convenio o los Tribunales de Justicia.

La posibilidad de que la Junta Arbitral
del Concierto, en la que la Administra-
ción tributaria de la Comunidad Foral
no ha tenido nada que ver ni en su
composición ni en su nombramiento,
entre a resolver conflictos sobre cues-
tiones que afectan a las competencias
tributarias de ésta, resulta una invasión
injustificada de esas competencias que
menosprecia de manera importante su
autonomía fiscal".

2°. La Diputación Foral de Gipuzkoa presentó
escrito de alegaciones con fecha 24 de
abril de 2009, que tuvo entrada en la Junta
Arbitral ese mismo día. En dicho escrito la
Diputación afirma la competencia de la
Junta Arbitral para conocer del presente
conflicto sobre la base de los argumentos
que más adelante se expondrán, y señala
que, no habiendo formulado alegaciones
la Comunidad Foral de Navarra acerca
del fondo del asunto, ratifica los argumen-
tos expuestos en el escrito de plantea-
miento del conflicto.

3°. La entidad presentó escrito de fecha 15 de
abril de 2009, presentado en el Servicio de

Correos en esa fecha y registrado el día si-
guiente en la Junta Arbitral. En dicho es-
crito la entidad expone los sucesivos
traslados de su domicilio social y alude al
inicio por la Hacienda Foral de Gipuzkoa
del expediente de comprobación del do-
micilio fiscal. A continuación observa que
"[e]xtraña mucho, la tardanza en abrir ex-
pediente en la Junta Arbitral, que lo hacen
a finales de 2008, y no es de extrañar, por-
que ni la Junta Arbitral estaba formada, ni
el Reglamento de la Junta Arbitral [ ... ]
había sido publicado. Por lo que a esta
parte le corresponde, ha de alegar la pres-
cripción, dado que ha sido un problema
de la propia Administración la que pre-
tende resolver un asunto del 2002 en el
2009, y no precisamente por culpa o negli-
gencia del particular, la mercantil en el
presente caso". Y añade: "Pero es que
además, el asunto parece más propio de
un desafío entre ambas Administraciones
por razones de competencia que por el
fondo o los resultados, habida cuenta de
la nimia importancia del asunto".

Afirma luego que "[p]ara esta parte, está
claro que el domicilio fiscal y social corres-
ponde a Guipúzcoa, y ello porque se cum-
plen los requisitos del arto 43, cuatro, a), b)
y c) [del Concierto Económico]; y es pre-
cisamente esta Administración la que nos
ha sometido todos estos años a su control
e inspección y a la que esta parte se ha so-
metido sin discutir su competencia".

Seguidamente parece argumentar en
contra de la competencia de la Junta Ar-
bitral. Transcribe primero, en efecto, el
apartado a) del artículo 66 del Concierto
Económico al que añade el siguiente co-
mentario: "Y el resto del artículo nada dice
sobre el tema de fondo que nos atañe".
Cita después el artículo 51.1,b) del Conve-
nio Económico entre Navarra y el Estado
del que deduce que "está claro que las re-
laciones con el Estado son bilaterales entre
cada una de ellas [se entiende: las Dipu-
taciones Forales, por un lado, y la Comuni- 123
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dad Foral de Navarra, por otro] y el Estado,
pero en ningún caso está contemplado
esa bilateralidad entre los Territorios Históri-
cos del País Vasco y la Comunidad Foral
de Navarra. Siendo cada una de ellas in-
dependientes y totalmente autónomas".

Concluyen las alegaciones con la si-
guiente frase: "Por lo que esta parte en-
tiende, modestamente, que las cosas
deberían dejarse como están, y archivar el
expediente". Finalmente, solicita que se
proceda de acuerdo con lo alegado.

II.FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. El presente conflicto ha sido planteado en
tiempo y forma, En lo que respecta al tiempo, el
criterio adoptado por esta Junta Arbitral, tratán-
dose de conflictos que como el presente, traen
su origen de épocas anteriores. a su constitución,
es que es necesario aplicar adecuadamente los
plazos establecidos en el Reglamento de la Junta
Arbitral del Concierto Económico (RJACE), apro-
bado por Real Decreto 1760/2007, de 2B de di-
ciembre, Véanse en este sentido las resoluciones
R2/200B, de 22 de diciembre de 200B, y R13/2009,
de 19 de junio de 2009, cuya posición en este
punto fue confirmada por el Tribunal Supremo en
las sentencias de 22 de abril de 2010 (rec.
147/2009) y 13 de abril de 2011 (rec. n° 540/2009)
respectivamente. En el presente caso hay que
entender que el plazo de dos meses establecido
en el artículo 43.Nueve del Concierto Económico
aprobado por Ley 12/2002, de 23 de mayo, al
que remite el artículo 13.1 RJACE, debe contarse
a partir de la notificación al Gobierno de Navarra
de la Orden Foral 273/200B, de 13 de marzo, del
Diputado del Departamento de Hacienda y Fi-
nanzas de la Diputación Foral de Gipuzkoa, pro-
poniendo el cambio de domicilio de la entidad;
notificación que tuvo lugar el 14 de marzo de
200B, No habiendo respondido el Gobierno de
Navarra a esta propuesta en el indicado plazo
de dos meses, a partir de su terminación, es decir,
del 14 de mayo de 200B, se inicia el plazo de un
mes que concede el artículo 13.2 RJACE para el
planteamiento del conflicto, que, por tanto, con-
cluyó el 14 de junio de 200B, Este plazo fue obser-

vado por la Diputación Foral de Gipuzkoa, cuyo
escrito de planteamiento tuvo entrada en la
Junta Arbitral el 13 de junio.

2. La cuestión objeto del presente conflicto con-
siste en determinar el lugar del domicilio fiscal de
la entidad en el periodo comprendido entre el 30
de diciembre de 2002, fecha en que trasladó su
domicilio social desde Navarra a Beasain, DOMI-
CILIO 2, y el 17 de diciembre de 2004, en que vol-
vió a trasladarlo a DOMICILIO 3, de esta misma
localidad.

El escrito de planteamiento cumple los requisitos
del artículo 13.2 RJACE, aceptando que los razo-
namientos en los que se fundamenta la posición
de la Administración demandante se incorporen
a dicho escrito por remisión al expediente, como
sucede en el presente caso, a condición de que
tales razonamientos se encuentren en éste clara-
mente expuestos, sin que sea necesario un es-
fuerzo de reconstrucción que no es exigible a la
Junta Arbitral.

3. Antes de analizar esta cuestión es necesario
examinar la alegación del Gobierno de Navarra,
secundado por la entidad, relativa a la falta de
competencia de esta Junta Arbitral para cono-
cer del presente conflicto. Los argumentos del
Gobierno de Navarra son, resumidamente, los si-
guientes:

1°. Ni el Convenio ni el Concierto contemplan
la posibilidad de que las Juntas Arbitrales
puedan resolver conflictos entre los Territo-
rios Históricos del País Vasco y la Comuni-
dad Foral de Navarra.

2°. Ha de tener presente el carácter bilateral
de relación con el Estado que tienen, en
cada caso, tanto el Convenio como el
Concierto y la ausencia en sus respectivos
articulados de relaciones, vínculos o cone-
xiones "horizontales" entre dichos Territorios
Históricos y la Administración tributaria de
la Comunidad Foral. Además, al igual que
el Convenio en el ámbito de Navarra, el
Concierto regula las relaciones financieras
y tributarias entre la Administración del Es-
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tado y la Administración de la Comunidad
Autónoma del País Vasco, entendida esta
última como unidad. La existencia en su
seno de los Territorios Históricos no debe
empañar ni desvirtuar la naturaleza de
aquellas relaciones.

3°. La realidad normativa actual conlleva que
las Juntas Arbitrales del Convenio y del
Concierto no pueden resolver los conflictos
entre los Territorios Históricos del País Vasco
y la Comunidad Foral sin invadir de ma-
nera flagrante las competencias de cada
uno de ellos. En ese sentido, asegura que
resultaría una invasión injustificada de las
competencias tributarias de Navarra que
la Junta Arbitral del Concierto entre a re-
solver este conflicto. Además, Navarra no
es una Comunidad Autónoma, sino una
Comunidad Foral, lo cual es distinto.

4°. El hecho de que la literalidad del Concierto
se refiera a la posibilidad de que las Dipu-
taciones Forales planteen conflictos contra
las Comunidades Autónomas (y no contra
la Comunidad Foral) "no puede desvirtuar
ni contradecir los fundamentos básicos
que subyacen en el Concierto y en el Con-
venio: regulación bilateral y exclusiva de
las relaciones financieras y tributarias entre
el País Vasco y el Estado, por una parte; y
entre Navarra y el Estado, por otra".

5°. Tanto el artículo 51.1.b del Convenio como
el artículo 66.Uno.a) del Concierto deben
interpretarse en el sentido que impone la
realidad jurídica y que tiene su fundamento
en que ni del Convenio ni del Concierto se
desprenden relaciones horizontales entre
los respectivos Territorios Históricos del País
Vasco y la Comunidad Foral de Navarra.

6°. La propia naturaleza paccionada del Con-
venio y del Concierto reclama que, si se
pretendiera que un órgano arbitral resol-
viera los conflictos tributarios que se susci-
taran entre los Territorios Históricos y la
Comunidad Foral, sería preciso que así se
conviniera y se plasmase en esas normas.

7º. Sería ineficaz cualquier decisión de la
Junta Arbitral del Concierto respecto de la
Hacienda Tributaria de Navarra, pues
dicha Junta no se encuentra prevista en el
Convenio. Solo la Junta Arbitral del Conve-
nio o los Tribunales de Justicia pueden
dejar sin efecto una decisión de la Ha-
cienda Tributaria de Navarra.

8°. En definitiva, concluye el Gobierno de Na-
varra, el conflicto ha de dilucidarse en la
jurisdicción contencioso-administrativa.

4. A los anteriores argumentos opone la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa, en su escrito de alega-
ciones de 24 de abril de 2009, los siguientes:

1°. El artículo 66 del Concierto Económico no
excluye del ámbito competencial de co-
nocimiento de esta Junta Arbitral los con-
flictos que puedan plantearse en relación
con la Comunidad Foral de Navarra, de-
biendo, en consecuencia, incluirse dicha
Comunidad dentro de la expresión "cual-
quier otra Comunidad Autónoma" reco-
gida en dicho precepto.

2°. En la aplicación del Concierto Económico
entre el Estado y el País Vasco, la Comuni-
dad Foral de Navarra forma parte del "Es-
tado" (territorio común) a todos los
efectos, incluida la atribución de compe-
tencias a la Junta Arbitral. La propia Junta
Arbitral del Convenio Económico entre el
Estado y la Comunidad Foral de Navarra,
en su resolución de 4 de abril de 2008, dic-
tada en el procedimiento 17/2007, ha se-
ñalado que el concepto de "territorio de
régimen común" del artículo 18.2 del ci-
tado Convenio debe considerarse inte-
grado por todo territorio español que sea
distinto del territorio de la Comunidad
Foral de Navarra. Trasladando esta inter-
pretación al Concierto Económico, el te-
rritorio de régimen común estaría
integrado por todo el territorio español dis-
tinto del de la Comunidad Autónoma del
País Vasco, incluyendo, por tanto, a la Co-
munidad Foral de Navarra. 125
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3°. La utilización de la vía jurisdiccional pro-
puesta por el Gobierno de Navarra, para
la resolución del asunto en el conflicto
planteado, queda recogida en el último
párrafo del artículo 67 del Concierto, pero
siempre una vez resuelto conforme a De-
recho el conflicto por parte de la Junta Ar-
bitral del Concierto mediante la oportuna
resolución.

5. Esta Junta Arbitral tuvo ocasión de enfrentarse
con la cuestión de su competencia para conocer
de un conflicto entre la Diputación Foral de Gipuz-
koa y la Comunidad Foral de Navarra en los con-
flictos decididos por sus resoluciones R10/2011, de
20 de enero de 2011 (expediente 15/2008) y
R22/2011, de 27 de septiembre de 2011 (expe-
diente 5/2009). En las citadas resoluciones nos pro-
nunciamos en favor de dicha competencia,
basándonos en el artículo 66.Uno del Concierto
Económico, que establece las competencias de
la Junta Arbitral en los siguientes términos:

"a) Resolver los conflictos que se planteen
entre la Administración del Estado y las Di-
putaciones Forales o entre éstas y la Admi-
nistración de cualquier otra Comunidad
Autónoma, en relación con la aplicación
de los puntos de conexión de los tributos
concertados y la determinación de la pro-
porción correspondiente a cada Adminis-
tración en los supuestos de tributación
conjunta por el Impuesto sobre Socieda-
des o por el Impuesto sobre el Valor Aña-
dido.

b) Conocer de los conflictos que surjan entre
las Administraciones interesadas como
consecuencia de la interpretación y apli-
cación del presente Concierto Económico
a casos concretos concernientes a relacio-
nes tributarias individuales.

c) Resolver las discrepancias que puedan pro-
ducirse respecto a la domiciliación de los
contribuyentes".

Señalamos en la resolución R10/2011 que "ningún
precepto del Concierto Económico excluye de

manera absoluta la competencia de esta Junta
Arbitral para conocer de conflictos entre la Comu-
nidad Foral de Navarra y las Diputaciones Forales
del País Vasco. El vigente Concierto, al igual que
el aprobado por la Ley 12/1981, de 13 de mayo,
tanto en SU redacción inicial como en la introdu-
cida por la Ley 38/1997, de 4 de agosto, estable-
cen claramente la competencia de esta Junta
Arbitral para '[r]esolver los conflictos que se plan-
teen entre la Administración del Estado y las Dipu-
taciones Forales o entre éstas y la Administración
de cualquier otra Comunidad Autónoma'" (F.D. 5).

Añadíamos seguidamente que "[e]n apoyo de la
interpretación gramatical que hemos realizado
se puede invocar la doctrina de la Sentencia del
Tribunal Supremo número 4196/2009, de 26 de
mayo de 2009, recurso 365/2008, de la cual se
desprende que desde la perspectiva del Conve-
nio (o, en este caso, del Concierto) el resto de las
Comunidades Autónomas tiene, a estos efectos,
un tratamiento homogéneo" (F.D. 6). Es de seña-
lar que la citada sentencia resolvió un recurso
contra las resoluciones dictadas por la Junta Ar-
bitral del Convenio entre el Estado y la Comuni-
dad Foral de Navarra el 4 de abril de 2008, en los
conflictos 16/2007 y 17/2007, la segunda de las
cuales es invocada por la Diputación Foral de Gi-
puzkoa en sus segundas alegaciones en el pre-
sente procedimiento.

La misma decisión favorable a nuestra compe-
tencia es la que, como es lógico, procede adop-
tar en el presente conflicto.

6. Procede también, antes de entrar a examinar
el fondo del conflicto, hacer referencia a la ale-
gación de prescripción aducida por la entidad
en su escrito de 15 de abril de 2009. Esta alega-
ción se formula en términos de tal vaguedad e in-
concreción que no es posible tomarla en
consideración. En efecto, no se indica cuál es el
derecho o acción supuestamente prescrito ni a
quién pertenece tal derecho, si a una de las Ad-
ministraciones en conflicto o a la entidad como
contribuyente. Mucho menos se expresan los ar-
gumentos en los que se basa la alegada prescrip-
ción. No procede, por tanto, que la Junta Arbitral
se pronuncie sobre esta alegación.
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7. Entrando, pues, en el fondo del conflicto, defi-
nido en el anterior Fundamento de Derecho 2, la
Diputación Foral de Gipuzkoa basa su pretensión
en el artículo 43.Cuatro, b) del Concierto Econó-
mico, que dispone lo siguiente:

"A los efectos del presente Concierto Econó-
mico se entenderán domiciliados fiscalmente
en el País Vasco:

(...)

b) Las personas jurídicas y demás entidades
sometidas al Impuesto sobre Sociedades
que tengan en el País Vasco su domicilio
social, siempre que en el mismo esté
efectivamente centralizada su gestión
administrativa y la dirección de sus nego-
cios. En otro caso, cuando se realice en
el País Vasco dicha gestión o dirección.
En los supuestos en que no pueda esta-
blecerse el lugar del domicilio de
acuerdo con estos criterios, se atenderá
al lugar donde radique el mayor valor de
su inmovilizado".

Este es el precepto que hemos de aplicar para
resolver el presente conflicto, para lo cual tene-
mos que determinar si, como sostiene la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa, la gestión administrativa
y la dirección de los negocios de la entidad es-
taba situada en el periodo considerado en Na-
varra y no en su domicilio social, DOMICILIO 2, en
Beasain (Gipuzkoa). como afirma la Hacienda Tri-
butaria de Navarra.

En diversas resoluciones en las que se planteaba
esta cuestión hemos partido de la consideración
de que la noción de "gestión administrativa y di-
rección de los negocios" es un concepto jurídico
indeterminado, cuya concreción requiere tomar
en consideración todas las circunstancias del
caso (últimamente en la resolución R 3/2012, de
30 de marzo de 2012, expediente 31/2008).

8. Los datos y circunstancias en los que la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa funda su posición están
expuestos en los informes de su Servicio de Ins-
pección de 22 de octubre de 2004 y 18 de no-

viembre de 2005. El primero de dichos informes
recoge, en síntesis, los siguientes:

- Los socios de la entidad son D. SOCIO 1, con
una participación del 39,6%; Dª. SOCIO 2,
con una participación del 39,4%; y Dª. SOCIO
3, D. SOCIO 4 y D. SOCIO 5, con una partici-
pación del 7% cada uno. Todos ellos son re-
sidentes en Navarra.

- El administrador único es D. SOCIO 1.

- Como resultado de una vista de la Inspec-
ción de la Hacienda Foral de Gipuzkoa al
domicilio social de la entidad realizada el 20
de septiembre de 2004 se pusieron de mani-
fiesto los siguientes datos:

- El domicilio corresponde al de ASESORÍA
1, S.L. y el compareciente, D. SOCIO 6, es
socio de esta asesoría y titular del local y
manifiesta que no percibe ninguna can-
tidad de la entidad por el hecho de tener
su domicilio en dicho local.

- La persona encargada de la dirección y
gestión de la entidad es su administrador
único, que se relaciona con clientes y pro-
veedores desde el lugar de ubicación de
la obra que en cada caso se lleva a cabo
a través de teléfono móvil o del fijo de su
domicilio sito en CALLE 2 de Pamplona.

- La gestión administrativa y contable de la
entidad, emisión y recepción de facturas
se lleva a cabo en el domicilio particular
del administrador D. SOCIO 1. Dicha ges-
tión la realiza Dª. SOCIO 2, cónyuge del
anterior, dada de alta en el régimen es-
pecial de la Seguridad Social de los tra-
bajadores autónomos como socio
trabajador. Las facturas emitidas y recibi-
das se remiten por internet a ASESORÍA 1,
S.L., la cual a partir de los datos recibidos
confecciona la contabilidad, los libros re-
gistro obligatorios, declaraciones, etc.

- El libro diario y de cuentas anuales de la
entidad, así como facturas emitidas y re- 127
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cibidas, extractos de cuentas bancarias
y demás documentación se archivan en
el domicilio particular del administrador.

- Los extractos de las cuentas bancarias se
reciben en el domicilio particular del ad-
ministrador.

- La entidad no tiene inmovilizado y única-
mente tiene adquiridos en régimen de le-
asing algún vehículo mixto y una grúa de
obras para el ejercicio de la actividad.

El informe llega a la conclusión de que ni la ges-
tión administrativa ni la dirección de los negocios
de la entidad se halla en el domicilio social
donde tiene su sede la ASESORÍA 1, S.L. de la que
aquella es cliente. La gestión administrativa y
contable la lleva a cabo Dª SOCIO 2, socia de la
entidad y cónyuge del administrador único, en el
domicilio particular de ambos, sito en la CALLE 1
de Pamplona en Navarra, "y la dirección efec-
tiva, si bien se realiza mediante continuos despla-
zamientos del administrador único y a través de
teléfono móvil principalmente, la misma debe en-
tenderse centralizada también en el domicilio
particular de Navarra, dado que no existe en este
Territorio Histórico de Gipuzkoa ningún estableci-
miento permanente desde el que actúe la socie-
dad. Asimismo, cabe añadir, que en Navarra
tienen también su domicilio el resto de los socios,
lo que constituye un elemento relevante a la hora
de evaluar el lugar donde es posible ejercer de-
bidamente la dirección de los negocios sociales".

9. En el procedimiento de comprobación del do-
micilio fiscal de la entidad se emitió informe por
la Inspección de la Hacienda Navarra de fecha
30 de mayo de 2005, incluido en el expediente
remitido por la Diputación Foral de Gipuzkoa. Este
informe debe ser tomado en consideración por
la Junta Arbitral al resolver el presente conflicto,
en primer lugar, porque la renuncia del Gobierno
de Navarra a formular alegaciones acerca del
fondo del conflicto no equivale, como es obvio,
al desistimiento de su pretensión, que, según su
tesis sobre la incompetencia de esta Junta Arbi-
tral, haría valer, en su caso, ante otras instancias.
En segundo lugar, porque se trata de un docu-

mento que forma parte del expediente y del que
derivan hechos relevantes para la decisión del
procedimiento (art. 80.1 de la Ley 30/1992), los
cuales, por tanto, han de ser tenidos en cuenta
al dictar la resolución (art. 89.1 de la Ley 30/1992).

El citado informe resume, en primer lugar, los
datos consignados en el informe de la Inspección
de la Hacienda Foral de Gipuzkoa de 22 de oc-
tubre de 2004. A continuación recoge el resul-
tado de las actuaciones de la Inspección de la
Hacienda de Navarra, que en resumen arroja los
siguientes datos:

- D. SOCIO 6, compareciente en la diligencia
de la Hacienda de Gipuzkoa, informa en
conversación telefónica que "la empresa se
gestiona desde Guipúzcoa porque aunque
su administrador único, D. SOCIO 1, vive en
Torrano (Navarra), se traslada todos los días
a Guipúzcoa, donde permanece a lo largo
de la totalidad de la jornada laboral para
desarrollar su trabajo que, precisamente
consiste en gestionar y dirigir obras de cons-
trucción que su empresa realiza, de manera
prácticamente exclusiva en Guipúzcoa, pro-
vincia en la que además residen la práctica
totalidad de sus trabajadores, proveedores
y clientes".

- D. SOCIO 1 presentó el 15 de febrero de 2005
a la Hacienda de Navarra un escrito acom-
pañado de diversa documentación, cuyo
contenido es en síntesis el siguiente:

- Desde hace varios años la entidad des-
arrolla su actividad de promoción y cons-
trucción de inmuebles fundamentalmente
en Gipuzkoa.

- El cambio de domicilio social el 30 de di-
ciembre de 2002 a DOMICILIO 2, de Bea-
sain (Gipuzkoa) se justifica por el hecho de
que los trabajos de la entidad se desarro-
llaban en Gipuzkoa.

- A raíz del cambio de domicilio social, la
empresa se dio de baja en el IAE en Nava-
rra a partir del 31 de diciembre de 2002,
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dándose de alta para la construcción de
dos viviendas para unos familiares, el 4 de
junio de 2004.

- En el ejercicio 2003 el 100% de la obra eje-
cutada y de las ventas de la empresa se
hicieron en Gipuzkoa y en el ejercicio 2004
la parte de la obra ejecutada en Navarra
(las dos viviendas de los familiares) repre-
sentaron solamente el 1,95% de las ventas.

- La gestión de las cuentas bancarias de la
entidad se lleva a cabo en Beasain, en las
dos cuentas que tiene en la Kutxa, entidad
con la que se realiza toda la gestión finan-
ciera de la empresa.

- La gestión contable se realiza en Gipuzkoa
por la ASESORÍA 1 de Beasain, "no siendo
ello contradictorio con el hecho de que la
esposa del administrador puntee y pique
unos datos mínimos de las facturas en el or-
denador, que posteriormente envía a la
ASESORÍA 1 para su proceso, revisión y
confección de la contabilidad".

- "Las facturas en un principio y por falta de
comunicación a los proveedores se man-
daban a la antigua dirección, pero des-
pués se han remitido al domicilio de la
empresa en Beasain y desde hace unos
meses al DOMICILIO 3, de Beasain".

- "Las facturas de los proveedores se entre-
gaban periódicamente al administrador
quien se las daba a su esposa para que in-
trodujera los datos en el ordenador que
tiene en su domicilio de Pamplona. Aun-
que en ese mismo ordenador también se
generaban las facturas de clientes, sin em-
bargo la gestión de las ventas, los contra-
tos y las escrituras correspondientes se han
firmado y realizado siempre en Guipúz-
coa".

- Toda la gestión de personal se lleva direc-
tamente desde Gipuzkoa. Prácticamente
todo el personal de la empresa tiene su re-
sidencia en Gipuzkoa, salvo el administra-

dor, su esposa, sus dos hijos y otros dos tra-
bajadores, que residen en Navarra y se
desplazan a Gipuzkoa todos los días labo-
rables de año para desarrollar allí su tra-
bajo. La dirección del personal se lleva
personalmente por el administrador desde
las propias obras que están realizando,
prácticamente todas ellas en Gipuzkoa.

- El 100% de las retenciones del lRPF se de-
clara e ingresa en Gipuzkoa.

- Los trabajadores navarros de la empresa
que no son socios presentan su IRPF en Na-
varra aunque su trabajo lo desarrollan en
Gipuzkoa. También lo hace el administra-
dor de la entidad.

- El Impuesto sobre Sociedades de la enti-
dad se ingresa en Gipuzkoa.

- Las compras y las ventas se realizan en su
totalidad en Gipuzkoa, donde se formali-
zan los documentos privados y las escritu-
ras.

- El inmovilizado de la entidad (grúas, ele-
mentos de transporte, construcciones,
etc.) está en Gipuzkoa.

- Las existencias, que son en su mayoría in-
muebles en construcción, están todas en
Gipuzkoa.

Afirma más adelante el informe de la Inspección
de la Hacienda navarra lo siguiente:

"La Hacienda de Guipúzcoa razona que no existe
en su territorio ningún establecimiento perma-
nente desde el que actúe la sociedad, pero es
que en Navarra tampoco ha existido ningún es-
tablecimiento permanente. Lo cierto es que, a
pesar de que ENTIDAD 1, SL, no ha tenido ese es-
tablecimiento permanente ni en Guipúzcoa ni en
Navarra, la empresa si ha estado dirigida y ges-
tionada, en todo momento, por el Administrador
único, que ha desempeñado ese trabajo a lo
largo de su jornada laboral diaria, y lo que hay
que determinar, a juicio del actuario, es si esa 129
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gestión y dirección se ha desarrollado en Guipúz-
coa o en Navarra". Añade después que "[l]a pro-
fesión de D. SOCIO 1, Administrador de ENTIDAD
1, SL, es la de albañil, según se recoge en la es-
critura de constitución de la sociedad y, como
tal, organiza el trabajo de su empresa". Según el
citado informe, "[e]ste socio Administrador, no es
un socio capitalista que dirige la empresa desde
un despacho, sino que es un socio trabajador, al-
bañil, que dirige la empresa desde la propia obra
como acredita su presencia diaria en la misma".

Señala, por último el informe de la Inspección de
la Hacienda de Navarra que la empresa aportó
una escritura otorgada el 26 de noviembre en la
notaría de Beasain en la que el administrador de
la entidad confirió poder para pleitos a procura-
dores de los Tribunales en Azpeitia, Bergara, Eibar,
Tolosa, Donostia-San Sebastián, Bilbao y Madrid,
y apostilla que "[a] juicio del informante es muy
significativo que no se designase ningún procura-
dor en Navarra".

10. Figura también en el expediente un segundo
informe de la Inspección de la Hacienda Foral de
Gipuzkoa de fecha 18 de noviembre de 2005 en
el que se resumen los hechos reflejados en los in-
formes de ese mismo Servicio de 22 de octubre
de 2004 y de la Inspección de la Hacienda de
Navarra de 30 de mayo de 2005. Acerca de este
último observa la Inspección de la Diputación
Foral de Gipuzkoa que "esta Inspección entiende
que se está confundiendo la dirección de los ne-
gocios de la sociedad con la dirección de la eje-
cución de las obras realizadas. No puede
entenderse que la dirección y gestión de la so-
ciedad se lleva a cabo desde cada una de las
obras, o, en otro caso, estaríamos ante el hecho
de que existirían múltiples domicilios fiscales en
función de cada una de las promociones lleva-
das a cabo, o como también se pretende un do-
micilio en cada entidad bancaria. Es propio de
la actividad ejercida que algunas de las circuns-
tancias se den en el lugar de la ejecución de las
obras, pero no por ello debe entenderse que el
conjunto de la dirección y gestión de la sociedad
como tal se centraliza en la obra correspon-
diente".

11. Los hechos que dan lugar al presente con-
flicto presentan una notable semejanza, más
aún, una casi identidad, con los que se encon-
traban en la base del conflicto  decidido por esta
Junta Arbitral mediante la resolución R20/2011,
de 26 de julio de2011. En dicha resolución atribui-
mos especial relevancia, como circunstancias
determinantes del lugar en que se llevaba a
cabo la gestión administrativa y la dirección de
los negocios de la sociedad contribuyente, al
lugar del domicilio de los administradores solida-
rios, al hecho de que la contabilidad se llevase
en el domicilio de uno de éstos y de que el domi-
cilio social y el fiscal declarado fuesen el de una
asesoría fiscal, en la cual se elaboraban los do-
cumentos requeridos por el cumplimiento de las
obligaciones fiscales de la sociedad. Estos mismos
criterios debemos aplicar, por tanto, en el pre-
sente conflicto, lo que nos lleva a resolver que la
gestión administrativa y la dirección de los nego-
cios de la entidad en el periodo comprendido
entre el 30 de diciembre de 2002, fecha en que
su domicilio social se traslada a DOMICILIO 2, de
Beasain (Gipuzkoa), y el 17 de diciembre de 2004,
se realizaban en el domicilio del administrador
único de la entidad, sito en Pamplona, y que, en
consecuencia, el domicilio fiscal de la entidad es-
taba situado en dicho periodo en la Comunidad
Foral de Navarra.

En su virtud, la Junta Arbitral

ACUERDA

Declarar que el domicilio fiscal de la sociedad
ENTIDAD 1, S.L.

(NIF: ---------) en el periodo comprendido entre el
30 de diciembre de 2002 y el 17 de diciembre de
2004, se encontraba situado en la Comunidad
Foral de Navarra.
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Resolución R 8/2012 Expediente 16/2009

En la ciudad de Donostia-San Sebastián, a 2 de
julio de 2012 la Junta Arbitral del Concierto Eco-
nómico con la Comunidad Autónoma del País
Vasco, compuesta por D. Carlos Palao Taboada,
Presidente, y D. Isaac Merino Jara y D. Francisco
Javier Muguruza Arrese, Vocales, ha adoptado el
siguiente

ACUERDO

sobre el conflicto planteado por la Diputación
Foral de Gipuzkoa frente a la Administración del
Estado acerca de las facultades de la primera en
relación con las actuaciones realizadas por la
Agencia Estatal de Administración Tributaria res-
pecto de la entidad ENTIDAD 1. S.A. (NIF ---------),
que se tramita ante esta Junta Arbitral con el nú-
mero de expediente 16/2009.

I. ANTECEDENTES

1. El presente conflicto fue planteado por la Di-
putación Foral de Gipuzkoa por medio de un
escrito de fecha 18 de noviembre de 2009, que
tuvo entrada ese mismo día en esta Junta Arbi-
tral. En dicho escrito se expone que el Departa-
mento de Hacienda y Finanzas de la
Diputación Foral de Gipuzkoa tuvo conoci-
miento de la existencia de procedimientos ini-
ciados por la Agencia Estatal de Administración
Tributaria (AEAT) respecto a ENTIDAD 1, S.A. (NIF
---------) (en adelante ENTIDAD 1) para practicar
valoraciones por el valor normal de mercado
con posibles repercusiones tributarias respecto
de ENTIDAD 2, S.L. (NIF ---------) (en adelante EN-
TIDAD 2) y de ENTIDAD 3, S.A. (NIF ---------) (en
adelante ENTIDAD 3), respecto de las que la
Hacienda Foral de Gipuzkoa tiene competen-
cias inspectoras.

A partir del momento en que la Hacienda Foral
guipuzcoana tuvo noticia de los mencionados

procedimientos, se realizaron, de acuerdo con el
escrito de planteamiento del conflicto, las si-
guientes actuaciones:

- Mediante escrito de fecha 14 de enero de
2009 la Hacienda Foral de Gipuzkoa solicitó
a la AEAT una coordinación de los referidos
procedimientos así como el envío de copias
de los correspondientes expedientes.

- Mediante escrito de fecha 3 de agosto de
2009 el Delegado Especial de la Agencia Tri-
butaria en el País Vasco remitió al Departa-
mento de Hacienda y Finanzas de la
Diputación Foral de Gipuzkoa la contesta-
ción del Departamento de Inspección Finan-
ciera y Tributaria de la AEAT denegatoria de
la petición anterior.

- Mediante Orden Foral 790/2009, de 5 de oc-
tubre, notificada con esa misma fecha, se
requirió a la Administración del Estado de in-
hibición en lo que afecta a la competencia
de actuación unilateral en los procedimien-
tos iniciados respecto a ENTIDAD 1.

- Mediante escrito de fecha 4 de noviembre
de 2009 el Delegado Especial de la AEAT en
el País Vasco hace constar el rechazo de la
Administración del Estado a al anterior re-
querimiento.

- Mediante acuerdo adoptado en su reunión
celebrada el día 17 de noviembre de 2009,
el Consejo de Diputados de Gipuzkoa deci-
dió plantear el presente conflicto.

2. En su sesión celebrada el 20 de diciembre de
2010 la Junta Arbitral acordó admitir a trámite el
presente conflicto. Notificado el planteamiento
del conflicto a la Administración del Estado y em-
plazada ésta para la formulación de alegacio-
nes, de conformidad con lo dispuesto en el
Reglamento de la Junta Arbitral del Concierto
Económico (RJACE), aprobado por Real Decreto
1760/2007, de 28 de diciembre, la AEAT evacuó
este trámite por medio de un escrito de fecha 9
de febrero de 2011, registrado de entrada en la
Junta Arbitral el siguiente día 11. 131
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3. Concluida la instrucción del expediente y
puesto éste de manifiesto a las Administraciones
en conflicto, la Diputación Foral de Gipuzkoa for-
muló alegaciones mediante un escrito de fecha
27 de mayo de 2011, que tuvo entrada en esta
Junta Arbitral el 1 de junio de 2011. La AEAT no
hizo uso de su derecho.

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. En el escrito de planteamiento la Administra-
ción promotora del conflicto pide a esta Junta
Arbitral que "dicte una resolución por la que se
declare al Departamento de Hacienda y Finan-
zas de la Diputación Foral de Gipuzkoa compe-
tente para actuar, de forma compartida y
coordinada con la Administración del Estado, en
los procedimientos iniciados por la Agencia Tribu-
taria en relación con el obligado tributario ENTI-
DAD 1, S.A. (NIF ---------), para practicar
valoraciones por el valor normal de mercado con
posibles repercusiones tributarias respecto de EN-
TIDAD 2, S.L. (NIF ---------) Y de ENTIDAD 3, S.A. (NIF
---------), respecto de los que esta Hacienda Foral
tiene competencias inspectoras y, en conse-
cuencia, determine la incompetencia de la Ad-
ministración del Estado para actuar
unilateralmente en dichos procedimientos". Por su
parte, la AEAT, en su escrito de alegaciones (F.o.
1°) define el objeto de la controversia diciendo
que "consiste en determinar si la Diputación Foral
de Guipúzcoa puede participar en los procedi-
miento de comprobación de las operaciones vin-
culadas llevadas a cabo por la AEAT respecto de
ENTIDAD 1, S.A.".

Existe, por tanto, una coincidencia fundamental
entre las Administraciones parte del presente
conflicto acerca del objeto de éste: se trata de
determinar si la Diputación Foral de Gipuzkoa
tiene derecho a participar en el procedimiento
de comprobación del valor de mercado de ope-
raciones vinculadas llevado a cabo por la AEAT
respecto de ENTIDAD 1 a fin de evitar que el valor
que se fije como resultado de dicho procedi-
miento se imponga unilateralmente la Hacienda
Foral guipuzcoana respecto a ENTIDAD 2 y ENTI-
DAD 3, sociedades vinculadas a aquélla sobre las
cuales tiene competencias inspectoras la Ha-

cienda Foral. La controversia no recae, pues,
sobre la competencia de la Diputación Foral de
Gipuzkoa para realizar determinadas actuacio-
nes de inspección, como podría deducirse de los
términos en que ésta formula su petitum, que hay
que interpretar en el sentido expuesto. Tiene
razón, por tanto, la AEAT cuando afirma (F.D. 2°
de su escrito) que "[e]n el presente conflicto lo
que resulta controvertido no es si la Administra-
ción del Estado tiene competencia para com-
probar las operaciones vinculadas de ENTIDAD 1
sino que, reconociéndola, la cuestión planteada
es bien distinta, se solicita participar en dicha
comprobación". En definitiva, pues, no se discute
aquí una cuestión de competencia; sino una
cuestión de procedimiento: es obvio, en efecto,
que las actuaciones a las que la Diputación Foral
de Gipuzkoa alega tener derecho habrían de
desarrollarse, en todo caso, en el marco de su
competencia.

2. Definido así el objeto del conflicto, la AEAT
aduce falta de competencia de la Junta Arbitral
que, en su opinión, determina la inadmisibilidad
del mismo. A juicio de la AEAT la controversia de-
limitada en los términos expuestos no tiene ca-
bida en ninguna de las funciones que el artículo
66 del Concierto Económico atribuye a este ór-
gano ni, a fortiori, en las que le confiere el artículo
11 RJACE. Arguye, en primer lugar, la AEAT que
"la mera discrepancia entre las Administraciones
afectadas en la valoración de una concreta
operación no constituye por sí misma objeto de
conflicto de acuerdo con lo dispuesto en el ci-
tado artículo 66 del Concierto", pero este razona-
miento cae evidentemente en el vacío, ya que
no es este el objeto de la controversia.

Tampoco el verdadero objeto del conflicto, des-
crito en el anterior Fundamento de Derecho, en-
caja, a juicio de la AEAT, en ninguno de los
supuestos mencionados en el artículo 11 RJACE
"y, en particular, en el indicado en la letra a) que
es el alegado por la Diputación Foral de Guipúz-
coa en la Consideración Sexta de su Declaración
de incompetencia, ni tampoco en el artículo 66
del Concierto". Se refiere la AEAT al escrito de la
Diputación Foral de Gipuzkoa de 5 de octubre de
2009, por el que requiere de inhibición a la Admi-
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nistración del Estado "en lo que afecta a la com-
petencia de actuación unilateral en los procedi-
mientos iniciados en relación con el obligado
tributario [ENTIDAD 1] para practicar valoraciones
por el valor normal de mercado con posibles re-
percusiones tributarias respecto de [ENTIDAD 2] y
de [ENTIDAD 3] ... ". En la consideración sexta del
citado escrito, la Diputación Foral de Gipuzkoa
invoca el supuesto previsto en la letra a) del artí-
culo 11 RJACE, según el cual las Diputaciones Fo-
rales podrán promover conflicto "[c]uando, por
aplicación de las normas contenidas en el Con-
cierto Económico, se consideren competentes
en cuanto a la gestión, liquidación, recaudación,
inspección o revisión de un tributo respecto del
cual esté ejerciendo o haya ejercido dichas fun-
ciones la Administración del Estado o la de una
Comunidad Autónoma".

Alega además la AEAT que de la documenta-
ción aportada por la Diputación al plantear el
conflicto, resulta incongruente su actuación con
las manifestaciones contenidas en un escrito a la
Dirección de Coordinación Financiera con las
Comunidades Autónomas. El aludido escrito no
acompaña, en realidad, al de planteamiento
del conflicto, sino que figura en la documenta-
ción aneja al escrito de alegaciones de la AEAT:
se trata de un escrito de fecha 9 de octubre de
2009, sin firma ni indicación de procedencia, ti-
tulado "Notas en relación con la conveniencia
de poner en conocimiento de la Comisión de
Coordinación Normativa del Concierto Econó-
mico la situación derivada de la iniciación por la
Agencia Tributaria de actuaciones unilaterales
de comprobación de valor de mercado en ope-
raciones vinculadas entre sujetos pasivos some-
tidos a diferente competencia inspectora". Este
escrito fue remitido al Director de Coordinación
Financiera con las Comunidades Autónomas y
Entidades Locales por la Directora de Administra-
ción Tributaria del Gobierno Vasco mediante un
oficio en el que se menciona que fue presen-
tado por el representante de la Hacienda Foral
de Gipuzkoa en el Órgano de Coordinación Tri-
butaria de Euskadi y que este acordó su remisión
a la Dirección de Coordinación Financiera con
las Comunidades Autónomas y Entidades Loca-
les.

Observa la AEAT que en el citado escrito se se-
ñala "la inexistencia de un procedimiento regu-
lado de actuación conjunta en supuestos como
el planteado" y se añade que "[I]a normativa es-
tatal ni siquiera contempla la posible existencia
de una situación como la referida. La normativa
foral sí que la contempla pero tampoco articula
ningún procedimiento a seguir". En él se indica
también que "el Concierto Económico atribuye a
la Comisión de Coordinación y Evaluación Nor-
mativa competencias específicas de actuación
en relación con la materia que subyace en el su-
puesto analizado".

Concluye la AEAT que "[s]i se lo pide [la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa] a un órgano, que no es
la Junta Arbitral, implícitamente está descar-
tando la competencia de ésta, precisamente
porque no hay conflicto de los previstos ni en el
Concierto Económico ni en el Reglamento de la
Junta que regula sus competencias y funciona-
miento, por lo que la Junta es incompetente por
falta de objeto susceptible de ser analizado".

La Diputación Foral de Gipuzkoa, en sus segun-
das alegaciones de fecha 27 de mayo de 2011,
replica a este argumento de "incongruencia" que
el objeto del escrito a la Dirección de Coordina-
ción Financiera es tratar de arbitrar un procedi-
miento general de solución de conflictos como el
presente "a futuro", estimando que entre tanto
compete a la Junta Arbitral dar solución a los
conflictos concretos que puedan originarse.

Finalmente, añade la AEAT que "[t]ampoco el
principio de colaboración entre Administraciones
al que se refiere invocando el artículo 4 del Con-
cierto y 4 de la Ley 30/1992, es un principio que -
en abstracto-pueda hacerse efectivo acudiendo
a un procedimiento de conflicto ante la Junta Ar-
bitral".

3. La Junta Arbitral no comparte la posición de
la AEAT acerca de su falta de competencia para
conocer del presente conflicto y, por tanto, de
su admisibilidad. Por el contrario, considera que
la presente controversia tiene cabida en los tér-
minos suficientemente amplios de la letra b) del
artículo 66.Dos del Concierto Económico, según 133
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los cuales es función de la Junta Arbitral "[c]ono-
cer de los conflictos que surjan entre las Adminis-
traciones interesadas como consecuencia de la
interpretación y aplicación del presente Con-
cierto Económico a casos concretos concernien-
tes a relaciones tributarias individuales". Es
indudable que en el presente caso existe un con-
flicto entre la Administración del Estado y la Di-
putación Foral de Gipuzkoa acerca de la
aplicación del Concierto Económico y que
dicho conflicto afecta a un caso concreto, a
saber, las consecuencias de la actuación de la
AEAT sobre ENTIDAD 1 respecto de las entidades
ENTIDAD 2 y ENTIDAD 3 vinculadas con ella. Las
disposiciones del RJACE sobre la competencia
de la Junta Arbitral deben ser interpretadas a la
luz del Concierto Económico y, en cualquier
caso, es obvio que las disposiciones del Con-
cierto prevalecen sobre las del Reglamento en
la medida en que éstas restrinjan el alcance de
aquéllas. En consecuencia, rechazamos la ale-
gación de incompetencia de la Junta Arbitral
formulada por la AEAT y de inadmisibilidad del
conflicto.

4. En cuanto al fondo del conflicto, la Diputación
Foral de Gipuzkoa invoca en sustento de su tesis
los siguientes preceptos, que por regla general se
limita a transcribir sin comentario:

- El párrafo primero del artículo 4.Tres del Con-
cierto Económico:

"El Estado y los Territorios Históricos, en el
ejercicio de las funciones que les compe-
ten en orden a la gestión, inspección y re-
caudación de sus tributos, se facilitarán
mutuamente, en tiempo y forma adecua-
dos, cuantos datos y antecedentes esti-
men precisos para su mejor exacción".

- El artículo 19 del Concierto Económico rela-
tivo a la inspección del Impuesto sobre So-
ciedades:

Artículo 19. Inspección del Impuesto.

Uno. La inspección del Impuesto se reali-
zará por la Diputación Foral competente

por razón del territorio cuando el sujeto pa-
sivo tenga su domicilio fiscal en el País
Vasco.

No obstante, la inspección de los sujetos
pasivos cuyo volumen de operaciones en
el ejercicio anterior hubiera excedido de 7
millones de euros y en dicho ejercicio hu-
bieran realizado en territorio común el 75
por ciento o más de su volumen de opera-
ciones corresponderá a la Administración
del Estado.

Asimismo, la inspección de los sujetos pasi-
vos cuyo domicilio fiscal radique en territo-
rio común, su volumen de operaciones en
el ejercicio anterior hubiera excedido de 7
millones de euros y hubieran realizado la
totalidad de sus operaciones en territorio
vasco, se realizará por la Diputación Foral
competente por razón del territorio.

Dos. Las actuaciones inspectoras se ajusta-
rán a la normativa de la Administración
competente, de acuerdo con lo previsto
en el apartado anterior, sin perjuicio de la
colaboración del resto de las Administra-
ciones.

Si como consecuencia de las actuaciones
inspectoras resultase una deuda a ingresar
o una cantidad a devolver que corres-
ponda a ambas Administraciones, el
cobro o el pago correspondiente será
efectuado por la Administración actuante,
sin perjuicio de las compensaciones que
entre aquéllas procedan. Los órganos de
la inspección competente comunicarán
los resultados de sus actuaciones al resto
de las Administraciones afectadas.

Tres. Lo establecido en el apartado ante-
rior se entenderá sin perjuicio de las facul-
tades que corresponden en su territorio a
las Diputaciones

Forales en materia de comprobación e in-
vestigación, sin que sus actuaciones pue-
dan tener efectos económicos frente a los
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contribuyentes en relación con las liquida-
ciones definitivas practicadas como con-
secuencia de actuaciones de los órganos
de las Administraciones competentes.

Cuatro. Las proporciones fijadas en las
comprobaciones por la Administración
competente surtirán efectos frente al su-
jeto pasivo en relación con las obligacio-
nes liquidadas, sin perjuicio de las que, con
posterioridad a dichas comprobaciones,
se acuerden con carácter definitivo entre
ambas Administraciones.

- El artículo 16.1.2° del Texto Refundido de la
Ley del Impuesto sobre Sociedades (LIS),
aprobado por Real Decreto Legislativo
4/2004, de 5 de marzo y el de igual número
de la Norma Foral 7/1996, de 4 de julio, del
Territorio Histórico de Gipuzkoa, del Impuesto
sobre Sociedades (NFIS de Gipuzkoa) ambos
de idéntico texto:

"La Administración tributaria podrá com-
probar que las operaciones realizadas
entre personas o entidades vinculadas se
han valorado por su valor normal de mer-
cado y efectuará, en su caso, las correc-
ciones valorativas que procedan respecto
de las operaciones sujetas a este Impuesto
( ... ).

La valoración administrativa no determi-
nará la tributación por este Impuesto ni, en
su caso, por el Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas o por el Impuesto sobre
la Renta de No Residentes de una renta su-
perior a la efectivamente derivada de la
operación para el conjunto de las perso-
nas o entidades que la hubieran realizado
( ... )".

- El artículo 16.9 de la LIS y de la NFIS de Gipuz-
koa, en cuanto dispone, de manera coinci-
dente en ambas normas, que "[I]a firmeza
de la valoración contenida en la liquidación
determinará la eficacia y firmeza del valor
de mercado frente a las demás personas o
entidades vinculadas" .

- La letra e) del artículo 16.9 NFIS de Gipuzkoa:

"En los supuestos en que la competencia
para practicar la valoración por el valor
normal de mercado de las operaciones re-
alizadas por la otra parte vinculada corres-
ponda a otra Administración tributaria, se
comunicará a la misma la iniciación del
procedimiento a los efectos que resulten
oportunos".

- El artículo 16.7 de la LIS y de la NFIS de Gipuz-
koa, que dispone con idéntico texto lo si-
guiente:

"Los sujetos pasivos podrán solicitar a la Ad-
ministración tributaria que determine la va-
loración de las operaciones efectuadas
entre personas o entidades vinculadas con
carácter previo a la realización de éstas.
Dicha solicitud se acompañará de una
propuesta que se fundamentará en el
valor normal de mercado.

La Administración tributaria podrá formali-
zar acuerdos con otras Administraciones a
los efectos de determinar conjuntamente
el valor normal de mercado de las opera-
ciones".

La Diputación Foral de Gipuzkoa apostilla que la
posibilidad de acuerdos de valoración previos a
la realización de las operaciones debería tam-
bién alcanzar a las comprobaciones que se efec-
túen con posterioridad a dicha realización.

Finalmente indica la Diputación Foral de Gipuz-
koa que la propia Administración del Estado, en
la contestación al requerimiento de inhibición
formulado por aquélla "admite implícitamente la
necesidad de llevar a cabo una actuación
compartida y coordinada en supuestos como el
determinante del presente conflicto, propo-
niendo una solución 'normativa' a los mismos, so-
lución que si bien esta Administración comparte
a futuro no evita, en tanto que la misma se
adopte, la existencia de conflictos como el pre-
sente, que requieren otro tipo de decisión con-
ciliadora. 135

RESOLUCIONES DE LA JUNTA ARBITRAL DEL CONCIERTO ECONÓMICO

GACETA TRIBUTARIA DEL PAÍS VASCO



5. Frente a las alegaciones de la Diputación Foral
de Gipuzkoa aduce la AEAT, en su escrito de 9 de
febrero de 2011, los argumentos que seguida-
mente se exponen. Como punto de partida se-
ñala la AEAT que dado que la Diputación Foral
de Gipuzkoa no discute que la competencia
para inspeccionar a ENTIDAD 1 corresponde a la
AEAT y que el apartado Dos del artículo 19 del
Concierto Económico establece que las inspec-
ciones se ajustarán a las normas de la Administra-
ción competente, es necesario analizar las
normas estatales para determinar si es o no posi-
ble de acuerdo con las mismas la participación
de la Diputación Foral en la comprobación de las
operaciones vinculadas de ENTIDAD 1.

En desarrollo de este planteamiento cita la AEAT
los siguientes preceptos:

- El artículo 16.9.10 LIS:

"La comprobación de valor se llevará a
cabo en el seno del procedimiento ini-
ciado respecto del obligado tributario
cuya situación tributaria vaya a ser objeto
de comprobación. Sin perjuicio de lo dis-
puesto en el siguiente párrafo, estas actua-
ciones se entenderán exclusivamente con
dicho obligado tributario".

De esta norma se deduce, en opinión de la AEAT,
"que en el curso del procedimiento inspector, el
único sujeto que puede intervenir en el procedi-
miento de determinación del valor de la opera-
ción es el propio obligado objeto de
comprobación".

- El artículo 16.9.2° LIS:

"Si contra la liquidación provisional practi-
cada a dicho obligado tributario como con-
secuencia de la corrección valorativa, éste
interpusiera el correspondiente recurso o re-
clamación o insta la tasación pericial contra-
dictoria, se notificará dicha circunstancia a
las demás personas o entidades vinculadas
afectadas, al objeto de que puedan perso-
narse en el correspondiente procedimiento
y presentar las oportunas alegaciones.

Transcurridos los plazos oportunos sin que
el obligado tributario haya interpuesto re-
curso o reclamación o instado la tasa-
ción pericial, se notificará la valoración a
las demás personas o entidades vincula-
das afectadas, para que aquellos que lo
deseen puedan optar de forma conjunta
por promover la tasación pericial o inter-
poner el oportuno recurso o reclama-
ción. La interposición de recurso o
reclamación o la promoción de la tasa-
ción pericial contradictoria interrumpirá
el plazo de prescripción del derecho de
la Administración tributaria a efectuar las
oportunas liquidaciones al obligado tri-
butario, iniciándose de nuevo el cóm-
puto de dicho plazo cuando la
valoración practicada por la Administra-
ción haya adquirido firmeza".

- El articulo 16.9.4° LIS:

"Lo dispuesto en este apartado será apli-
cable respecto de las personas o entida-
des vinculadas afectadas por la
corrección valorativa que sean sujetos pa-
sivos del Impuesto sobre Sociedades, con-
tribuyentes del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas o establecimientos per-
manentes de contribuyentes del Impuesto
sobre la Renta de No Residentes" .

La AEAT sostiene que de los anteriores artículos "se
desprende que, si bien una vez finalizado el ex-
pediente de valoración existe un deber de co-
municación a las entidades vinculadas
afectadas, este deber se subordina a lo estable-
cido en el artículo 16.9.4° cuya mención debe ser
referida a la normativa de territorio común, como
dice el precepto con claridad. Si la entidad vin-
culada afectada no es contribuyente de territorio
común no es aplicable la regulación de la LIS. El
deber de comunicación sólo existe respecto de
los sujetos respecto de los que la AEAT puede
ejercitar sus competencias en el seno del Im-
puesto sobre Sociedades, el Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas o el Impuesto sobre
la Renta de No Residentes, lo cual no ocurre en
este supuesto".
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Como conclusión, afirma la AEAT que "con las
normas actualmente vigentes no es posible aten-
der la petición de la Diputación Foral de Guipúz-
coa consistente en participar en los expedientes
de comprobación de las operaciones de ENTI-
DAD 1, S.A.".

Añade la AEAT que a la misma conclusión ha lle-
gado la Diputación Foral de Gipuzkoa que reite-
radamente hace referencia a la ausencia de
una regulación específica de la cuestión contro-
vertida y que "para que pueda prosperar la pre-
tensión de la Diputación se necesita un cambio
normativo y una específica regulación de cómo
realizar o articular esa colaboración o participa-
ción para lo cual, es evidente, ni puede hacerlo
la Junta, ni existe marco normativo para que la
Junta estime esa pretensión, sin perjuicio de utili-
zar otros cauces pertinentes, fuera del presente
conflicto -claro está".

6. En su segundo escrito de alegaciones de 27 de
mayo de 2011 la Diputación Foral de Gipuzkoa
arguye, en síntesis, que la valoración de opera-
ciones vinculadas exige tomar en consideración
a todos los obligados tributarios sujetos a distintas
Administraciones; reconoce que el Concierto
Económico no contempla esta situación; y con-
sidera que la competencia inspectora propia de
cada Administración está sometida a debate en
este conflicto, en cuanto los efectos derivados de
la valoración efectuada por una Administración
implica distorsiones en las actuaciones inspecto-
ras a realizar por otra Administración frente a una
entidad vinculada. Observa a continuación que
la Junta Arbitral puede cubrir las lagunas de la re-
gulación basándose en los principios del Con-
cierto y que la normativa del Impuesto puede
suministrar elementos útiles para este fin, como la
posibilidad de acuerdos previos de valoración
que afecten a distintas Administraciones. Se re-
fiere finalmente a resoluciones anteriores de esta
Junta en los conflictos relativos a los saldos del
IVA.

7. El artículo 16.1.10 LIS recoge el principio funda-
mental sobre la tributación de las operaciones
vinculadas cuando establece que ''[I]as opera-
ciones efectuadas entre personas o entidades

vinculadas se valorarán por su valor normal de
mercado". Este principio se consagró primero en
el ámbito internacional para el supuesto de que
las entidades vinculadas perteneciesen a distin-
tos Estados, como criterio de reparto entre éstos
de la base imponible. Aunque la finalidad de este
principio, generalmente denominado en lengua
española "principio de plena competencia", no
es combatir el fraude fiscal, su adopción impide
que en los grupos de sociedades el beneficio se
sitúe en el lugar donde recibe un tratamiento fis-
cal más ventajoso, en perjuicio del legítimo dere-
cho a la imposición de otro Estado. De aquí que
inicialmente la legislación interna española sólo
se interesase por dicho principio cuando la valo-
ración atribuida por las entidades vinculadas a
sus operaciones causara una disminución de los
impuestos españoles. En efecto, el artículo 16.1
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, recogido
en la redacción originaria del de igual número de
la LIS vigente, sometía la valoración de las ope-
raciones vinculadas por el valor normal de mer-
cado a la condición de que "la valoración
convenida hubiera determinado, considerando
el conjunto de las personas o entidades vincula-
das, una tributación en España inferior a la que
hubiere correspondido por aplicación del valor
normal de mercado o un diferimiento de dicha
tributación". La redacción vigente del artículo
16.1 LIS, que proviene de la Ley 36/2006, de 20 de
noviembre, extiende la aplicación del principio
de plena competencia al ámbito interno.

La corrección de los "precios de transferencia"
para adecuarlos al principio de plena competen-
cia produce una doble imposición en el caso de
que el mayor beneficio gravado en una de las
entidades vinculadas como consecuencia de
dicha corrección ("ajuste primario") sea sometido
a imposición en otra entidad vinculada. De aquí
la necesidad de que ese ajuste tenga carácter
bilateral, es decir, que el ajuste primario vaya se-
guido de otra corrección de igual cuantía en la
otra parte de la operación ("ajuste correlativo").
Este corolario fundamental del principio de plena
competencia se establece en el artículo 16.1, 20
LIS, que dispone que "[I]a valoración administra-
tiva no determinará la tributación por este Im-
puesto ni, en su caso, por el Impuesto sobre la 137
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Renta de las Personas Físicas o por el Impuesto
sobre la Renta de No Residentes de una renta su-
perior a la efectivamente derivada de la opera-
ción para el conjunto de las personas o
entidades que la hubieran realizado".

En el ámbito internacional la bilateralidad del
ajuste está establecida taxativamente, entre
otros lugares, en el apartado 2 del artículo 9 del
Modelo de Convenio Tributario sobre la Renta y
sobre el Patrimonio de la OCDE, que añade que
para determinar el ajuste correspondiente "las
autoridades competentes de los Estados contra-
tantes se consultarán en caso necesario".

Por tanto, la bilateralidad no implica que el otro
Estado deba aceptar pasivamente el precio de
transferencia fijado por el primer Estado. El co-
mentario al artículo 9 del Modelo, párrafo 11 se-
ñala que en caso de desacuerdo entre los
Estados contratantes acerca de este ajuste se
acudirá al procedimiento amistoso previsto en el
artículo 25 del propio Modelo. En el ámbito de la
Unión Europea está en vigor el Convenio relativo
a la supresión de la doble imposición en caso de
corrección de los beneficios de empresas  aso-
ciadas (90/436/CEE), de 23 de julio de 1990, que
prevé con este fin la realización de un procedi-
miento amistoso y, para el caso de que no se lle-
gue a un acuerdo en esta vía, un procedimiento
arbitral, cuya resolución se impone en última ins-
tancia a los Estados interesados. La modificación
del artículo 25 del Modelo de la OCDE llevada a
cabo en la versión de éste de 2008 introdujo tam-
bién una fase arbitral en el procedimiento amis-
toso regulado en dicho artículo.

Es de mencionar que en el Derecho español los
aspectos internos tanto del procedimiento amis-
toso establecido en los Convenios de doble im-
posición siguiendo el Modelo de la OCDE como
del Convenio europeo de arbitraje están regula-
dos por el Reglamento de procedimientos amis-
tosos en materia de imposición directa,
aprobado por Real Decreto 1794/2008, de 3 de
noviembre.

La conclusión que se obtiene de las brevísimas re-
ferencias anteriores a los ajustes bilaterales deri-

vados de la corrección de los precios de transfe-
rencia es que las normas internacionales estable-
cen de manera terminante la necesidad de
dichos ajustes y prevén como cauce para resol-
ver las discrepancias que surjan entre los Estados
sobre la práctica de los mismos al procedimiento
amistoso, seguido en su caso por una fase arbi-
tral. El procedimiento amistoso, como su nombre
indica, es muy flexible y poco formalizado y se
basa esencialmente en la comunicación fluida
entre las autoridades competentes de los Estados
intervinientes. El artículo 25.2 del Modelo de la
OCDE establece simplemente que la autoridad
competente ante la que se presentó el problema
"hará todo lo posible por resolver la cuestión por
medio de un Acuerdo amistoso con la autoridad
competente del otro Estado contratante, a fin de
evitar una imposición que no se ajuste al Conve-
nio"; y el artículo 9.4 RPA se limita a disponer que
"[s]e intercambiarán por las autoridades compe-
tentes tantas propuestas [de acuerdo] como
sean necesarias para intentar alcanzar un
acuerdo". 

8. Hemos definido (F.D. 1) el objeto del presente
conflicto como el derecho de la Diputación Foral
de Gipuzkoa a "participar" en el procedimiento
de comprobación del valor de mercado de ope-
raciones vinculadas llevado a cabo por la AEAT
respecto de ENTIDAD 1. Es necesario, sin em-
bargo, formular alguna precisión adicional res-
pecto a este objeto, dado que el término
"participar" referido a una entidad administrativa
como la Diputación tiene una cierta ambigüe-
dad, puesto que en él caben distintos tipos de
actuaciones, como compartir el ejercicio de las
funciones administrativas que se actúan en el
procedimiento, ser parte interesada en él o sim-
plemente intercambiar información y ser consul-
tado u oído. Esta última modalidad de
participación es la que mejor se adecua a las ca-
racterísticas de los ajustes de precios de transfe-
rencia por Administraciones distintas y la que se
contempla en los procedimientos amistosos cuya
aplicación a esta materia está prevista en el ám-
bito internacional. Lo que se persigue mediante
esta clase de procedimientos es que las discre-
pancias sobre los ajustes derivados de la deter-
minación de esos precios por aplicación del
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principio de plena competencia se intenten al
menos resolver mediante el diálogo y el intercam-
bio de información entre los Estados interesados.

Pues bien, consideramos que existen razones su-
ficientes para estimar que debe reconocerse a la
Diputación Foral de Gipuzkoa una participación
del tipo de la que acabamos de describir como
característica de los procedimientos amistosos en
la esfera internacional; es decir, que debe lle-
varse a cabo un intercambio de información
entre las Administraciones interesadas con el fin
de intentar de buena fe resolver las discrepancias
que puedan surgir acerca de la práctica de los
ajustes derivados de la valoración de las opera-
ciones vinculadas.

La primera y fundamental de dichas razones es
que si en la esfera internacional se establece el
deber de los Estados de consultarse y tratar de re-
solver de común acuerdo las discrepancias surgi-
das acerca de los ajustes de operaciones
vinculadas, tal deber debe existir con mucha
mayor razón en el seno de un Estado, y por tanto
de un mismo ordenamiento jurídico. En efecto, no
sería aceptable en el ámbito de este ordena-
miento que las decisiones que en esta materia
adopte una Administración se impusieran termi-
nantemente a la otra Administración interesada,
la cual se vería ante la alternativa de o bien
aceptar la corrección valorativa llevada a cabo
por la primera Administración y realizar en igual
importe el ajuste correspondiente, evitando así
una doble imposición, o bien llevar a cabo la va-
loración de las operaciones vinculadas de ma-
nera independiente, con el consiguiente riesgo
de que se produzca una

doble imposición. Esta doble imposición infringiría
claramente la prohibición establecida en el artí-
culo 16.1.2° tanto de la LIS como de la NFIS DE GI-
PUZKOA, cuyo ámbito de aplicación no se limita
a la esfera de competencia de las respectivas
Administraciones.

La necesidad de que las Administraciones intere-
sadas en la valoración de operaciones vincula-
das traten de aproximar sus posiciones por medio
del intercambio de información y el diálogo a fin

de evitar una doble imposición deriva, sin duda,
de los principios generales del Concierto Econó-
mico, cuya finalidad esencial es armonizar el ejer-
cicio de las competencias financieras y tributarias
del Estado y de los Territorios Históricos del País
Vasco, evitando que del ejercicio de competen-
cias concurrentes se deriven perjuicios para los
ciudadanos. Estos principios generales están plas-
mados ante todo en el artículo 2 del Concierto
Económico, que enumera como principio tercero
el de "coordinación, armonización fiscal y cola-
boración con el Estado, de acuerdo con las nor-
mas del presente Concierto Económico". La
coordinación y colaboración deben tener lugar,
como es lógico, en ambos sentidos.

El principio de colaboración se desarrolla en el ar-
tículo 4 del Concierto Económico, cuyo apartado
Tres, invocado por la Diputación Foral de Gipuz-
koa, establece el deber del Estado y de los Terri-
torios Históricos en el ejercicio de las funciones de
gestión, inspección y recaudación de sus tributos
de facilitarse mutuamente cuantos datos y ante-
cedentes estimen precisos para su mejor exac-
ción, y añade lo siguiente:

"En particular, ambas Administraciones:

a) Se facilitarán, a través de sus centros de
proceso de datos, toda la información que
precisen. A tal efecto, se establecerá la in-
tercomunicación técnica necesaria.

Anualmente se elaborará un plan conjunto
y coordinado de informática fiscal".

Este precepto no se refiere en rigor al intercambio
de información propio de un procedimiento del
tipo del amistoso en el plano internacional, que
va acompañado de un diálogo entre las Adminis-
traciones interesadas, sino que la información a la
que alude se destina a su utilización en un proce-
dimiento propio de la Administración receptora.
Sin embargo, dicho precepto es manifestación
del principio más general de colaboración entre
Administraciones. A este mismo principio alude el
artículo 19.Dos tanto de la LIS como del la NFIS de
Gipuzkoa en relación con la inspección del Im-
puesto sobre Sociedades. 139
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También es manifestación de los principios de co-
ordinación y colaboración la norma de la letra e)
del artículo 16.9 NFIS de Gipuzkoa, invocada por
la Diputación Foral de Gipuzkoa, que dispone que
en el supuesto de que la competencia sobre la
otra parte de la operación corresponda a otra
Administración tributaria, se comunicará a ésta la
iniciación del procedimiento "a los efectos que re-
sulten oportunos". Este precepto, que lamentable-
mente no tiene paralelo en la normativa estatal,
está en línea con las normas internacionales sobre
precios de transferencia, presididas, como hemos
visto, por el principio de colaboración entre las
Administraciones de los Estados interesados.

Lo mismo cabe afirmar respecto de la posibilidad
de acuerdos previos de valoración de operacio-
nes vinculadas (conocidos en la práctica interna-
cional como APA, abreviatura de su
denominación en inglés: advance pricing agre-
ements) en los que participen otras Administra-
ciones tributarias, previstos or el artículo 16.7 tanto
de la LIS como de la NFIS de Gipuzkoa, desarro-
llado en el ámbito estatal por los artículos 29 quá-
ter y siguientes del Reglamento del Impuesto
sobre Sociedades aprobado por RO 1777/2004,
de 30 de julio. De esta norma no cabe deducir di-
rectamente la posibilidad de acuerdos sobre la
valoración de operaciones vinculadas, como sos-
tiene la Diputación Foral de Gipuzkoa, pero sí
constituye una manifestación más del espíritu de
colaboración entre Administraciones que debe
presidir esta materia.

9. La AEAT rechaza la "participación de la Dipu-
tación Foral en la comprobación de las opera-
ciones vinculadas de ENTIDAD 1" basándose en
que las normas estatales por las que se rige dicha
comprobación no admiten tal participación. Ar-
gumenta la AEAT que a la vista del artículo
16.9.10 LIS el único sujeto que puede intervenir en
el procedimiento de valoración es el obligado
objeto de comprobación. Transcribe también la
AEAT el artículo 16.9.20 LIS, que establece un
deber de notificación a las demás personas o en-
tidades vinculadas afectadas por la corrección
valorativa a efectos de su personación en los pro-
cedimientos de reclamación o recurso o de ta-
sación pericial contradictoria incoados por el

obligado tributario o de la interposición o instan-
cia por aquéllas de dichos recursos o procedi-
mientos en defecto del obligado tributario.
Finalmente cita la AEAT el artículo 16.9.4° LIS,
según el cual las referidas posibilidades de parti-
cipación sólo serán aplicables a las personas o
entidades vinculadas afectadas que sean sujetos
pasivos del IS, contribuyentes del IRPF o estable-
cimientos permanentes de contribuyentes del
IRNR. Entiende la AEAT que los impuestos a los
que se refiere este precepto son los regidos por
la normativa estatal, por lo que el deber de co-
municación sólo existe frente a los sujetos pasivos
de tales impuestos, respecto de los cuales la AEAT
puede ejercitar sus competencias.

Sea o no acertada la limitación del deber de no-
tificación de la interposición de reclamaciones o
recursos o de la instancia de la tasación pericial
contradictoria o de su falta de interposición o ins-
tancia a las entidades vinculadas que sean suje-
tos pasivos de régimen común, como sostiene la
AEAT, cuestión en la que no es necesario entrar
aquí, la argumentación de la AEAT no tiene en
cuenta que no está en discusión la participación
en el procedimiento de valoración tramitado por
dicha Administración de las entidades vinculadas
sujetas a la competencia inspectora de la Ha-
cienda Foral guipuzcoana, sino la participación,
en los términos definidos más atrás, de la propia
Hacienda Foral.

10. Ni el Concierto Económico ni la normativa es-
tatal o foral prevén el supuesto que origina el pre-
sente conflicto: la valoración de operaciones
entre entidades vinculadas sometidas a la com-
petencia inspectora de diversas Administraciones
tributarias; laguna realmente sorprendente en un
mundo en el que la existencia de grupos socie-
tarios y de vinculaciones entre empresas es un
hecho habitual. Ambas Administraciones con-
cuerdan en la constatación de semejante la-
guna, pero de esta admisión no es posible
deducir ni un argumento favorable a la preten-
sión de la Diputación Foral de Gipuzkoa, como
ésta propugna, ni uno contrario a ella, como
afirma la AEAT, puesto que el fundamento de
esta pretensión se encuentra, como hemos visto
más atrás, en otras consideraciones.
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Anteriormente hemos afirmado que los princi-
pios generales del Concierto Económico exigen
que las Administraciones interesadas no se igno-
ren recíprocamente en la valoración de las
operaciones vinculadas sino que operen para
evitar que las correcciones valorativas ocasio-
nen doble imposición. Esta cooperación debe
traducirse en un diálogo e intercambio de infor-
mación con el fin de intentar de buena fe resol-
ver las discrepancias que puedan surgir. Este es
el alcance que atribuimos a la pretensión de
participación de la Diputación Foral de Gipuz-
koa, que entendida en estos términos no pode-
mos sino estimar. La realización de esta
cooperación no requiere, en realidad, un pro-
cedimiento detallado, que, como hemos indi-
cado, tampoco existe en el ámbito
internacional, sin perjuicio de las normas inter-
nas que los Estados quieran adoptar, como, en
el caso español, el citado Reglamento de pro-
cedimientos amistosos.

No obstante, en el ámbito estatal el Reglamento
General de Gestión e Inspección Tributaria, apro-
bado por RD 1065/2007, de 27 de julio, regula en
su artículo 168 las "inspecciones coordinadas con
las Comunidades Autónomas", procedimiento
que, aunque no está especialmente diseñado
para supuestos como el presente, podría servir de
cauce para la colaboración entre Administracio-
nes en tales supuestos.

Es de señalar que el derecho a la participación
que reconocemos a la Diputación Foral de Gi-
puzkoa en los términos expuestos no implica la
obligación por parte de la Administración del Es-
tado de llegar a un acuerdo con ella. Esta obli-
gación tampoco existe en el procedimiento
amistoso en el ámbito internacional (cfr. el co-
mentario al artículo 25 del Modelo de Convenio
de la OCDE de 2010, párrafo 37), de aquí que
para el supuesto de falta de acuerdo se introdu-
jese en la actualización de 2008 del Modelo de
la OCDE un procedimiento arbitral. La solución
definitiva de las controversias entre Administracio-
nes tributarias sobre los ajustes de precios de
transferencia en el ámbito interno exigirían igual-
mente la adopción de soluciones en vía legisla-
tiva.

En su virtud, la Junta Arbitral

ACUERDA

Declarar que la AEAT y la Diputación Foral de Gi-
puzkoa están obligadas a intercambiarse la infor-
mación relativa a la valoración de las
operaciones realizadas entre ENTIDAD 1. S.A. (NIF
---------) y ENTIDAD 2, S.L. (NIF ---------) Y ENTIDAD 3,
S.A. (NIF ---------), vinculadas a la anterior, y esfor-
zarse, de buena fe y en un espíritu de colabora-
ción, en resolver sus eventuales discrepancias, a
fin de evitar un exceso de imposición en el con-
junto dichas entidades.
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Resolución R 9/2012 Expediente 10/2010

En la ciudad de Donostia-San Sebastián, a 2 de
julio de 2012 la Junta Arbitral del Concierto Eco-
nómico con la Comunidad Autónoma del País
Vasco, compuesta por D. Carlos Palao Taboada,
Presidente, y D. Isaac Merino Jara y D. Francisco
Javier Muguruza Arrese, Vocales, ha adoptado el
siguiente

ACUERDO

sobre el conflicto negativo planteado por la so-
ciedad ENTIDAD 1, S.A., (C.I.F. ---------) solicitando
que se declare cuál es la Administración Tributa-
ria competente para la devolución de las cuotas
de IVA a compensar correspondientes a 2005
(pese a que, por error, la entidad promotora del
conflicto manifiesta que tales cuotas correspon-
den al ejercicio 2006) que se generaron antes de
que dicha entidad trasladara su domicilio fiscal
desde territorio común a territorio foral, conflicto
que se tramita ante esta Junta Arbitral con el nú-
mero de expediente 10/2010.

I. ANTECEDENTES

1. El 29 de marzo de 2010, ENTIDAD 1, S.A. pre-
sentó una comunicación de conflicto automá-
tico (acompañada de distintos documentos)
ante esta Junta Arbitral, dado que ni la Adminis-
tración estatal ni la Administración foral se han
considerado competentes para devolver las cuo-
tas del Impuesto sobre el Valor Añadido pendien-
tes de compensar antes del cambio de domicilio
de la entidad indicado anteriormente.

2. La Junta Arbitral, en sesión celebrada el 29 de
marzo de 2011, acordó admitir a trámite dicho
conflicto y, de conformidad con lo dispuesto en
el apartado 3 del artículo 13 del RJACE, notificar
su planteamiento tanto a la Delegación Especial
de la Agencia Estatal de la Administración Tribu-
taria (AEAT) como a la Diputación Foral de Biz-

kaia, a las que se concede el plazo de un mes a
fin de que remitan el expediente completo, si
bien, se les indica que, no obstante, el conflicto
no se tramitará si en el plazo de los dos meses si-
guientes a la comunicación del obligado tributa-
rio una de las dos Administraciones acepta la
competencia.

3. El 26 de abril de 2011 tuvo entrada en esta
Junta Arbitral un escrito de la Diputación Foral de
Bizkaia, acompañado del expediente administra-
tivo, así como un informe de la Subdirección de
Inspección, en el que se asegura que la Adminis-
tración competente para devolver las cuotas de
IVA antedichas es la estatal.

4. El 4 de mayo de 2011 la AEAT registró un escrito
ante esta Junta Arbitral, acompañado del expe-
diente administrativo, en el que, afirma, constan
todos los documentos y datos necesarios para la
resolución del conflicto.

5. A la vista de los escritos de las dos Administra-
ciones, esta Junta Arbitral acordó, el 27 de mayo
de 2011, notificar tanto a la entidad ENTIDAD 1,
S.A. como a las dos Administraciones, que estaba
a su disposición en la Secretaría el expediente
concluso del conflicto, señalándoles que dispo-
nían del plazo de un mes para formular las alega-
ciones que estimen pertinentes, cosa que
hicieron en fechas sucesivas (DFB el 27 de junio
de 2001, AEAT el 6 de julio, y la entidad el 10 de
julio).

6. Del expediente resultan los siguientes antece-
dentes:

- La entidad ENTIDAD 1, S.A. S.L. trasladó su do-
micilio fiscal desde Madrid, DOMICILIO 1, a
Bilbao, DOMICILIO 2, el 19 de agosto de
1996.

- Dicha denegación fue recurrida en reposi-
ción el 17 de diciembre de 1997, que igual-
mente fue desestimada con fecha 6 de
junio de 1998. No consta que contra dicha
denegación se interpusiera reclamación o
recurso alguno frente a la Diputación vizca-
ína.
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- Con posterioridad a ese cambio de domi-
cilio la entidad presentó el modelo 390 re-
sumen anual de IVA, ante la Diputación
Foral de Bizkaia, en el que consignó cuotas
a compensar de ejercicios anuales anterio-
res por importe de 10.290.707 pesetas (hoy
61.848,39 euros), dictándose liquidación
provisional, fechada el 1 de diciembre de
1997, en la que no se incluye el indicado
importe, por interpretar dicha Diputación
que la competencia para la compensa-
ción/devolución del saldo generado du-
rante el periodo en que su domicilio estuvo
en territorio común, recae en la Administra-
ción estatal.

- Tras mencionada denegación, la entidad so-
licitó el 1 de julio de 1998 dicha devolución
a la Agencia Estatal de Administración Tribu-
taria, siendo desestimada el 20 de noviem-
bre de 1998 por entender que, por
aplicación de lo dispuesto en el artículo 28.1
de la Ley 12/1981, del Concierto, la compe-
tente para dicha devolución era la Diputa-
ción Foral de Bizkaia. Contra el acuerdo
denegatorio de la AEAT se interpuso recurso
de reposición el 24 de diciembre de 1998,
que fue desestimado el 5 de marzo de 1999.
A su vez, contra dicha desestimación se pre-
sentó reclamación económico-administra-
tiva el 20 de mayo de 1999 ante el TEAR de
Madrid, que declaró su extemporaneidad,
mediante resolución fechada el 28 de junio
de 2001. No consta en el expediente que
dicha declaración de extemporaneidad
haya sido recurrida.

- Al cabo de varios años, concretamente el 30
de agosto de 2004, se presentó por la enti-
dad ante el Administrador de Tributos Indi-
rectos, Sección IVA, de la Diputación Foral
de Bizkaia nueva solicitud de devolución
(que no consta que haya sido contestada),
por entender que estaba en plazo para ha-
cerlo, dado que no habían transcurridos más
de tres años (que era el plazo de prescrip-
ción a tenor de la redacción entonces vi-
gente de la Norma Foral General Tributaria
de Bizkaia) desde la notificación de la TEAR

de Madrid de 28 de junio de 2001 hasta la
fecha de la presentación de la solicitud de
devolución.

- Pasados varios años más, concretamente el
18 de abril 2008, la entidad presentó ante la
AEAT una nueva solicitud de devolución de
ingresos indebidos, basada en la Sentencia
del Tribunal Supremo de 4 de julio de 2007,
que sostiene que no hay caducidad del de-
recho a recuperar los excesos de IVA no de-
ducidos, solicitud que se desestimó por
resolución, fechada el 4 de junio de 2008, de
la Dependencia Regional de Gestión Tribu-
taria de la Delegación Especial de la Agen-
cia Tributaria en el País Vasco, entre otras
razones, por considerar que no es ella la ad-
ministración competente para proceder a
dicha devolución, siéndole notificada al re-
clamante dicha resolución el 23 de junio de
2008.

- Frente a la resolución desestimatoria ante-
rior, la entidad presentó reclamación eco-
nómico-administrativa ante el Tribunal
Económico Administrativo Regional del País
Vasco, el día 23 de julio de 2008, siendo de-
clarada inadmisible, con fecha 26 de fe-
brero de 2009, al versar la misma sobre
cosa juzgada, dado que, según el TEAR, la
misma entidad, en igual calidad y contra el
mismo acto administrativo, ya había plan-
teado otra reclamación económico admi-
nistrativa, que había sido resuelta, como ya
se ha indicado anteriormente, por resolu-
ción de 28 de junio de 2001, sin que conste
que esta última haya sido impugnada judi-
cialmente.

- Con fecha 8 de abril de 2008 se presenta por
la entidad una nueva solicitud de devolu-
ción de ingresos indebidos ante el Departa-
mento de Hacienda y Finanzas de la
Diputación Foral de Bizkaia, siéndole deses-
timada con fecha 5 de febrero de 2010,
toda vez que la entidad no ha realizado in-
gresos susceptibles de ocasionar devolución
de ingreso indebido alguno. No consta que,
dicha resolución haya sido recurrida. 143
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II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. El objeto del conflicto es la determinación de
la Administración Tributaria competente para de-
volución de las cuotas de IVA a compensar co-
rrespondientes a 2005 (pese a que, por error, la
entidad promotora del conflicto manifiesta que
tales cuotas corresponden al ejercicio 2006),
cuando se ha producido un cambio de domicilio
desde territorio común a territorio foral por parte
de quien solicita la devolución de los saldos pen-
dientes. Todas las partes son conocedoras de
cuál es la doctrina de esta Junta Arbitral sobre la
cuestión, -el traslado de saldos de IVA-, doctrina
que ha sido confirmada por el Tribunal Supremo
(entre otras, en su Sentencia de 31 de marzo de
2011, recaída en el recurso ordinario 538/2009,
que había sido interpuesto por la Administración
General del Estado contra la resolución 11/2009,
de 19 de junio, de esta Junta Arbitral del Con-
cierto Económico).

2. La Diputación Foral de Bizkaia, en un informe
fechado el 27 de junio de 2011, tras resumir los he-
chos y recordar el criterio que para supuestos si-
milares ha sostenido esta Junta Arbitral, acaba
sosteniendo que es competente para la devolu-
ción la Administración estatal, no sin antes recha-
zar las causas de inadmisibilidad planteadas por
la AEAT, particularmente, la que tiene que ver
con la existencia de cosa juzgada y la falta de
impugnación judicial de las resoluciones adminis-
trativas denegatorias por parte del obligado tri-
butario.

3. La AEAT en su informe fechado el 6 de julio de
2011 aduce tres motivos de inadmisibilidad: a)
por haberse interpuesto el conflicto extemporá-
neamente; b) por haber ganado firmeza actos
anteriores al planteamiento del conflicto b) y c)
por haber prescrito el derecho a la devolución de
ingresos indebidos.

4. Las razones que esgrime en favor de la inadmi-
sibilidad las expone separadamente para cada
uno de los tres motivos.

a) En relación con la extemporaneidad del
planteamiento del conflicto alega:

- El artículo 13 del RJACE, relativo al proce-
dimiento para el inicio de los conflictos
que se plantean entre administraciones
tributarias, establece que "en el caso de
que ninguna Administración se considere
competente, deberá haberse producido
la declaración de incompetencia de una
Administración a favor de otra y la deci-
sión de ésta en el sentido de inhibirse a su
vez", que "los conflictos se promoverán en
el plazo de un mes desde la ratificación
expresa o tácita" de dicha declaración
de incompetencia, y que "en los supues-
tos en que ninguna Administración se
considere competente, si en plazo de un
mes señalado anteriormente ninguna de
las dos Administraciones se hubiera diri-
gido a la Junta Arbitral promoviendo el
conflicto, "bastará con que el obligado
tributario, dentro del mes siguiente, co-
munique esta circunstancia a la Junta
para que el conflicto se entienda auto-
máticamente planteado".

- Por consiguiente, los plazos para interpo-
ner el conflicto deben computarse a par-
tir de las primeras declaraciones de
incompetencia que tuvieron lugar el 6 de
junio de 1998 por parte de la Diputación
Foral de Vizcaya y el 5 de marzo de 1999
por parte de la Agencia Estatal de la Ad-
ministración Tributaria.

- A mayor abundamiento, asegura la
AEAT, incluso considerando que en el
momento en que se produjeron dichas
declaraciones de incompetencia la
Junta Arbitral no se encontraba consti-
tuida, el planteamiento también sería ex-
temporáneo dado que los plazos para
interponer el conflicto se iniciarían a partir
del momento en que ésta se encontró
efectivamente operativa, lo que, to-
mando el plazo más favorable al obli-
gado tributario, sucedió al día siguiente
de la publicación en el BOE del Regla-
mento de la Junta Arbitral de 17 de enero
de 2008. Ello significa, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 13 RJA que
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el plazo habría finalizado el 17 de marzo
de 2008, y como quiera que el escrito del
planteamiento del conflicto tuvo entrada
en el registro de la Junta Arbitral el 29 de
marzo de 2010, dicho planteamiento es
extemporáneo.

- Este caso, aclara la AEAT, es distinto a
otros ya resueltos por la Junta Arbitral,
tales como los conflictos a los que se re-
fieren la R 2/2009, de 28 de enero y la R
4/2009, de 6 de marzo, pues en ellos el
conflicto se había planteado con ante-
rioridad a la constitución de esta Junta
Arbitral.

b) La alegación relativa a que el rechazo a la
devolución de las cuotas de IVA sopor-
tado en 1995 devino firme el13 de septiem-
bre de 2001 la sustenta en la siguiente
relación circunstanciada de hechos:

- La entidad solicitó a la AEAT la devolu-
ción de las cuotas de IVA soportado en
el ejercicio 1995, solicitud que se deses-
timó el 20 de noviembre de 1998.

- Frente a la resolución desestimatoria se
presentó recurso de reposición el 24 de
diciembre de 1998, siendo desestimado
el 5 de marzo de 1999.

- Frente a la desestimación del recurso de
reposición, se presentó el 20 de mayo de
1999 reclamación económico-adminis-
trativa ante el TEAR de Madrid, que de-
claró su extemporaneidad por resolución
de 28 de junio de 2001, notificada el13 de
septiembre de 2001.

- Contra la declaración de extemporanei-
dad de la reclamación económico ad-
ministrativa, la entidad pudo interponer
recurso contencioso-administrativo, pero
no consta en el expediente que dicha re-
curso se haya interpuesto.

c) Por último, en relación con la inadmisión
del conflicto motivada por la prescripción

de plazo para ejercer el derecho recla-
mado, la AEAT argumenta lo siguiente:

- Entre el 20 de mayo de 1999, fecha en la
que la entidad presenta reclamación
económico-administrativa ante el TEAR
de Madrid y el 8 de abril de 2008, fecha
en que presenta ante la Diputación Foral
de Bizkaia solicitud de ingresos indebidos
(ante la AEAT se presenta el18 de abril de
2008) ha transcurrido con creces tanto el
plazo de prescripción de cinco años pre-
visto en la Ley General Tributaria de 1963,
como el de cuatro años previsto en la Ley
General Tributaria de 2003, actualmente
vigente, por lo que el obligado tributario
carece de acción alguna frente a nin-
guna de las dos Administraciones.

5. El 7 de febrero de 2012 (registrado en la JA el
siguiente día), la Diputación Foral de Bizkaia pre-
senta sus alegaciones en las que reitera su idea
de que es la estatal la administración compe-
tente para proceder a la devolución. Esa idea es
compartida por ENTIDAD 1, S.A. y así lo expresa
en su escrito fechado el 10 de febrero de 2012.

6. Finalmente, la AEAT en su escrito registrado
ante esta Junta Arbitral el 10 de febrero de 2012,
asegura que aun compartiendo la postura de la
Diputación Foral de Bizkaia en cuanto al fondo
del asunto, no debe realizarse un pronuncia-
miento en ese sentido ya que, reitera, el conflicto
es inadmisible por los tres motivos expuestos en su
escrito de 6 de julio de 2011.

7. Pues bien, en resoluciones anteriores, como la
2/2008 y 4/2009, esta Junta Arbitral manifestó que
la aplicación del sistema de plazos del RJACE
"tiene como presupuesto que este órgano se en-
contrase de manera efectiva en funcionamiento
al tiempo de entablarse el conflicto, ya que no
tendría sentido que caducase la posibilidad de
acudir a la Junta Arbitral como vía prevista en el
Concierto Económico para la resolución de con-
troversias antes de que este órgano tuviese la po-
sibilidad real de entrar a conocer de ellas,
conclusión que encuentra apoyo además en el
principio pro actione". Es importante, no obs- 145
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tante, matizar que este criterio se ha aplicado en
supuestos en los que el conflicto fue planteado
antes, varios años antes para ser exactos, de que
la Junta Arbitral se constituye y fuera aprobado
su Reglamento, "por lo que no podrían aplicarse
los plazos establecidos por éste para precluir el
acceso a esta vía sin menoscabo de la seguridad
jurídica".

8. Ese criterio no puede ser aplicado en la pre-
sente ocasión puesto que parte de una premisa
que esta vez no concurre, cual es que el conflicto
se plantease antes de que la Junta Arbitral tuviese
la posibilidad real de entrar a conocer del mismo.
No puede ser aplicado ese criterio, dicho de otra
forma, porque no es un conflicto antiguo, sino un
conflicto nuevo, planteado en 2010, es decir, des-
pués de que esta Junta Arbitral se constituyera e
iniciara de manera efectiva su actividad, lo cual
tuvo lugar el 4 de abril de 2008. Por tanto, desde
esta fecha corría ya el plazo para presentar el
conflicto, habida cuenta que a esa altura, ambas
Administraciones, de manera expresa, ya habían
expresado que era la otra la competente para
devolver los saldos de IVA pendientes, concreta-
mente, recuérdese que la declaración de incom-
petencia de la Diputación Foral de Bizkaia tuvo
lugar el 6 de junio de 1998 y la de la Agencia Es-
tatal de la Administración Tributaria el 5 de marzo
de 1999. Luego si ya había comenzado el plazo,
hemos de concluir que la razón asiste a la AEAT
en el extremo relativo a la extemporaneidad del
planteamiento del conflicto.

Nos hallamos ante un supuesto de "conflicto ne-
gativo" o "conflicto automático" y el artículo 13
del RJACE establece un plazo de inicio del corres-
pondiente procedimiento, plazo que no se ha
cumplido, puesto que el escrito del plantea-
miento del conflicto tuvo entrada en esta Junta
Arbitral el 29 de marzo de 2010, lo cual aboca,
necesariamente, a declarar su inadmisibilidad
por ser extemporáneo. El plazo previsto en el ci-
tado artículo 13 tiene carácter preclusivo, de ma-
nera que al haberse sobrepasado el mismo no
cabe otra solución que la que hemos adoptado.

9. La estimación de este primer motivo de inad-
misibilidad, nos dispensa de analizar los dos res-

tantes motivos de inadmisibilidad, al tiempo que
nos impide pronunciarnos sobre el fondo de la
controversia.

En su virtud, la Junta Arbitral

ACUERDA

Inadmitir el conflicto planteado por ENTIDAD 1,
S.A., (C.I.F. A48/034144), sobre la devolución de
saldos de IVA correspondiente al año 2005, dado
que su planteamiento es extemporáneo.
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Resolución R 11/2012 Expediente 15/2009

En la ciudad de Vitoria-Gasteiz, a 28 de septiem-
bre de 2012 la Junta Arbitral del Concierto Eco-
nómico con la Comunidad Autónoma del País
Vasco, compuesta por D. Carlos Palao Taboada,
Presidente, y D. Isaac Merino Jara y D. Francisco
Javier Muguruza Arrese, Vocales, ha adoptado el
siguiente

ACUERDO

sobre el conflicto planteado por la Diputación
Foral de Bizkaia frente a la Administración del Es-
tado acerca de la rectificación del domicilio de
la entidad ENTIDAD, SL. (NIF B-95-239.034), en lo
sucesivo ENTIDAD, S.L., por entender que el mismo
se encuentra en Zaragoza desde el 1 de enero
de 2007, que se tramita ante esta Junta Arbitral
con el número de expediente 15/2009.

I. ANTECEDENTES

1. El presente conflicto fue planteado por la Di-
putación Foral de Bizkaia el 22 de octubre de
2009 (registro de entrada del siguiente día).

2. Del expediente resultan los siguientes antece-
dentes:

- El domicilio social de la entidad original-
mente se situó en Bilbao, Calle DOMICILIO 1
Según se refleja en la escritura pública fe-
chada el 20 de diciembre de 2002, posterior-
mente se cambió a la Calle DOMICILIO 2 de
Zaragoza.

- En el momento de su constitución fue nom-
brado administrador único de la misma AD-
MINISTRADOR 1, domiciliado en Zaragoza, en
DOMICILIO 3.

- El objeto social de la entidad es "la compra,
promoción, construcción o explotación de
inmuebles, así como su venta posterior, la

construcción por cuenta propia o ajena, así
como la urbanización de toda clase de te-
rrenos", y, asimismo, "elaboración de todo
tipo de proyectos de construcción y de ins-
talaciones industriales". La entidad figura
dada de alta desde el 30 de diciembre de
2002 en el epígrafe de actividades económi-
cas 50110 "Construcción completa, repara-
ción de inmuebles".

- La entidad tiene abiertas las varias cuentas
bancarias en distintas ciudades (Bilbao, Za-
ragoza y Madrid).

- La entidad presentó ante la Diputación Foral
de Bizkaia el 30 de enero de 2008 el modelo
390 del ejercicio 2007 correspondiente al 4°
trimestre y resumen anual resultando una
cantidad a devolver de 12.346,50 euros, si
bien, el 2 de mayo de 2008 presentó un es-
crito (al que acompaña fotocopia del libro
de IVA soportado y repercutido) mediante el
que rectificaba el importe solicitado hasta
elevarlo a 90.989,15 euros.

- El 15 de septiembre de 2008 la entidad pre-
sentó ante al AEAT modelo 036 de declara-
ción censal modificando el domicilio fiscal a
la Calle DOMICILIO 2 de Zaragoza. En la ca-
silla correspondiente al representante de la
entidad, figura como tal REPRESENTANTE.

- Con fecha 18 de septiembre de 2008 se
emite informe por el Servicio de Inspección
Tributaria de la Hacienda Foral de Bizkaia en
el que se concluye que la empresa ENTIDAD,
S.L. no se encuentra ubicada en la Calle DO-
MICILIO 1 de Bilbao sino en la Calle DOMICI-
LIO 2 de Zaragoza, desde el 1 de enero de
2007.

- Con fecha 26 de septiembre de 2008 se re-
mite propuesta de rectificación del domicilio
fiscal a la Delegación Especial de País Vasco
de la AEAT desde Bilbao a Zaragoza, con
fecha de retroacción 1 de enero de 2007.

- Con fecha 16 de marzo de 2009 la AEAT ad-
mite como correcto el cambio del domicilio 147
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propuesto, en cambio, no acepta la retroac-
ción.

- Con fecha 21 de mayo de 2009 la Diputación
Foral de Bizkaia remite nuevamente a la AEAT
su propuesta, insistiendo en retrotraer sus
efectos a 1 de enero de 2007. Con fecha 20
de julio de 2009 la AEAT manifiesta que sigue
aceptando el cambio de domicilio, pero rei-
tera su rechazo a la retroacción propuesta;
tal comunicación se realiza, a través de co-
rreo electrónico el día 4 de agosto de 2009.

- Con fecha 23 de octubre de 2009 la Diputa-
ción Foral de Bizkaia notificó a la AEAT
acuerdo del día anterior por el que se de-
cide plantear conflicto ante esta Junta Arbi-
tral, en relación con la rectificación del
domicilio fiscal de la entidad ENTIDAD, S.L.,
con efectos desde el 1 de enero de 2007.

La Junta Arbitral del Concierto acordó la admi-
sión a trámite del conflicto el 20 de diciembre de
2010, de lo cual se dio traslado tanto a la AEAT
como a la entidad interesada; ambas han pre-
sentado alegaciones, la primera el 11 de febrero
de 2011 y la segunda el 23 de junio de 2011.

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. Antes de pronunciarnos sobre la cuestión de
fondo debatida, es preciso hacerlo sobre la ale-
gación de extemporaneidad del planteamiento
del conflicto formulada por la AEAT.

El artículo 13 del RJACE establece que en los con-
flictos que se planteen entre Administraciones tri-
butarias se seguirá en la iniciación el
procedimiento siguiente:

"1. Como requisito para la admisión del con-
flicto será necesario que antes de su plantea-
miento la Administración tributaria que se
considere competente haya requerido la in-
hibición a la que estime incompetente, recla-
mando así su competencia, y que esta última
Administración haya rechazado el requeri-
miento, ratificándose en su competencia ex-
presa o tácitamente.

El mencionado requerimiento se realizará en
el plazo máximo de dos meses a contar desde
la fecha en que la Administración que se con-
sidere competente tuviera conocimiento del
acto o actos que a su juicio vulneren los pun-
tos de conexión establecidos en el Concierto
Económico.

En el escrito de requerimiento se especificarán
con claridad los actos objeto de conflicto, así
como los fundamentos de derecho.

En el caso de que ninguna Administración se
considere competente, deberá haberse pro-
ducido la declaración de incompetencia de
una Administración a favor de otra y la deci-
sión de ésta en el sentido de inhibirse a su vez.

Se entiende que una Administración tributaria
se ratifica tácitamente en su competencia
cuando no atienda el requerimiento de inhi-
bición en el plazo de un mes desde su recep-
ción. Asimismo, se entenderá que una
Administración tributaria no se considera com-
petente cuando no atienda la declaración
de incompetencia de la otra Administración.

En las discrepancias planteadas como conse-
cuencia de la domiciliación de los contribu-
yentes, transcurrido el plazo de dos meses a
que se refiere el apartado nueve del artículo
43 del Concierto Económico sin que exista
conformidad por parte de ambas Administra-
ciones, ya no será necesario efectuar el re-
querimiento o declaración de incompetencia
a que se refiere el primer párrafo de este
apartado para poder plantear el conflicto.

2. Los conflictos se promoverán en el plazo de un
mes a contar desde la ratificación expresa o tá-
cita a que se refiere el apartado anterior, me-
diante escrito dirigido al Presidente de la Junta
Arbitral".

Por su parte, el apartado nueve del artículo 43
del Concierto Económico establece:

"El cambio de domicilio del contribuyente se
podrá promover por cualquiera de las Admi-

REFERENCIAS

148

GACETA TRIBUTARIA DEL PAÍS VASCO



nistraciones implicadas. Dicha Administración
dará traslado de su propuesta, con los ante-
cedentes necesarios, a la otra para que se
pronuncie en el plazo de dos meses sobre el
cambio de domicilio y la fecha a que se retro-
traen los efectos. Si ésta responde confir-
mando la propuesta, la Administración que
resulte competente lo comunicará al contri-
buyente.

Si no hubiera conformidad podrá continuarse
el procedimiento en la forma prevista en el
apartado seis de este artículo".

Puesto que este apartado nueve se remite al
apartado seis del artículo 43 del CE, procede
transcribir su contenido que es el siguiente:

"Las discrepancias entre Administraciones que
puedan producirse respecto a la domicilia-
ción de los contribuyentes serán resueltas, pre-
via audiencia de éstos, por la Junta Arbitral
que se regula en la sección 111 del capítulo
111de este Concierto Económico".

Es importante destacar que lo que disponen los
apartados nueve y seis del artículo 43 del Con-
cierto Económico es idéntico a lo que establecen
los apartados 5 y 6 del artículo 43 del Convenio
Económico, aprobado por Ley 28/1990, de 26 de
diciembre, según redacción dada por la Ley
25/2003, de 15 de julio. Los traemos a colación
porque sobre su interpretación, o mejor, sobre la
interpretación de los artículos reglamentarios que
los desarrollan se ha pronunciado el Tribunal Su-
premo.

Pues bien, el artículo 14 de la Junta Arbitral del
Convenio Económico, aprobado por el Real De-
creto 353/2006, de 24 de marzo, establece que
en los conflictos que se planteen entre Adminis-
traciones tributarias se seguirá en la iniciación el
procedimiento siguiente:

"1. Como requisito para la admisión del con-
flicto será necesario que antes de su plantea-
miento la Administración tributaria que se
considere competente haya requerido la in-
hibición a la que estime incompetente, recla-

mando así su competencia, y que esta última
Administración haya rechazado el requeri-
miento, ratificándose en su competencia ex-
presa o tácitamente.

El mencionado requerimiento se realizará en
el plazo máximo de dos meses a contar desde
la fecha en que la Administración que se con-
sidere competente tuviera conocimiento del
acto o disposición que a su juicio vulnere los
puntos de conexión establecidos en el Con-
venio Económico. En el escrito de requeri-
miento se especificarán con claridad los
actos o disposiciones viciadas, así como los
fundamentos de derecho. En el caso de que
ninguna Administración se considere compe-
tente, deberá haberse producido la declara-
ción de incompetencia de una
Administración a favor de otra y la decisión de
ésta en el sentido de inhibirse a su vez. Se en-
tiende que una Administración tributaria se ra-
tifica tácitamente en su competencia
cuando no atienda el requerimiento de inhi-
bición en el plazo de treinta días hábiles
desde su recepción. Asimismo, se entenderá
que una Administración tributaria no se consi-
dera competente cuando no atienda la de-
claración de incompetencia de la otra
Administración. En los casos a que se refiere el
apartado 5 del artículo 43 del Convenio Eco-
nómico, transcurrido el plazo de dos meses a
que dicho apartado se refiere sin que exista
conformidad por parte de ambas Administra-
ciones, ya no será necesario efectuar el re-
querimiento o declaración de incompetencia
a que se refiere el primer párrafo de este
apartado para poder plantear el conflicto.

2. Los conflictos se promoverán en el plazo de
quince días hábiles a contar desde la ratifica-
ción expresa o tácita a que se refiere el apar-
tado anterior, mediante escrito dirigido al
Presidente de la Junta Arbitra!."

Es evidente, pues, la semejanza entre lo dispuesto
en el artículo 13.1 de esta Junta Arbitral y el artí-
culo 14.1 de la Junta Arbitral del Convenio. Hay
una diferencia, lógica y sin importancia, cuál es
la remisión a un artículo legal distinto, en el pri- 149
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mero al apartado nueve del artículo 43 de la Ley
del Concierto, en el segundo al apartado 5 del
artículo de la Ley del Convenio. Existe una se-
gunda diferencia, intrascendente a los presentes
efectos, cuál es que en un caso se habla de un
mes y en el otro de quince días hábiles. Salvo esas
diferencias, lo demás es igual, y siendo así, no te-
nemos por menos que aplicar en esta ocasión la
doctrina jurisprudencial emanada de la Senten-
cia del Tribunal Supremo de 22 de septiembre de
2011 que declara la irrelevancia de que la res-
puesta sobre la propuesta de cambio de domi-
cilio se produzca fuera del plazo de dos meses,
pero sobre todo la Sentencia del Tribunal Su-
premo de 7 de junio de 2012, F.J. Sexto, que, por
su transcendencia reproducimos:

"A juicio de la Junta Arbitral, en todos los
casos de conflicto, según expreso mandato
del arto 14.2 del Reglamento, éstos han de
promoverse en el plazo de quince días hábi-
les desde la desestimación expresa o rechazo
tácito por silencio del requerimiento o la pro-
puesta.

Sin embargo, es lo cierto que el arto 14.2 se re-
fiere sólo al plazo de interposición del conflicto
positivo, pues alude al cómputo desde la rati-
ficación expresa o tácita de la competencia,
en cuanto la Administración requerida puede
contestar de forma expresa inhibiéndose o
manteniendo la competencia o bien puede
guardar silencio y no dar contestación al re-
querimiento, en cuyo caso se considera que
transcurrido el plazo de 30 días se entiende re-
chazado el requerimiento quedando así ex-
pedita la vía para el planteamiento del
conflicto propiamente dicho.

Ante esta realidad, carece de sentido mante-
ner que el plazo de 15 días establecido tiene
que aplicarse también en los supuestos de
cambio de destino (sic), y que el mismo tiene
carácter preclusivo, porque el arto 43.5 prevé
un procedimiento amistoso que, si no culmina
con éxito, deriva en la Junta Arbitral para que
determine dónde debe considerarse domici-
liada una persona física o jurídica, debiendo
significarse que el Reglamento sólo prevé que

una vez transcurrido el plazo de dos meses
que tiene la Administración requerida para
contestar ya no es necesario otro trámite para
poder plantear el conflicto, por lo que la pro-
pia solicitud de cambio de domicilio abre la
vía, si es rechazada, para interponer conflicto
ante la Junta Arbitral.

Por otra parte, a esta conclusión se llega, por-
que la situación en el caso de los conflictos de
competencia positivos es muy distinta a los
conflictos sobre el domicilio de los contribu-
yentes. En el primer caso, nos encontramos
con una Administración que considera que
otra está ejerciendo una competencia de
aplicación de los tributos que no le corres-
ponde, y que reacciona frente al acto o dis-
posición que, a su juicio, perjudica su
competencia, siendo lógico entender que el
plazo tanto para formular el requerimiento
previo como el conflicto en caso de rechazo
expreso o tácito, tiene carácter preclusivo,
por lo que el incumplimiento del mismo hace
decaer la acción procesal al tener que equi-
pararse este plazo a los establecidos para for-
mular recursos ante los Tribunales de Justicia.
En el segundo caso, cambio de domicilio, no
se parte de la existencia de una actuación
previa de una Administración, que obligue a
reaccionar a otra reclamando la competen-
cia, sino de una simple discrepancia sobre el
domicilio de los contribuyentes, que se intenta
resolver de forma amistosa, y que sólo en caso
de disconformidad se atribuye a la Junta Ar-
bitral la resolución de la discrepancia.

Ya nos hemos pronunciado sobre la irrelevan-
cia de que la respuesta sobre la propuesta de
cambio de domicilio se produzca fuera del
plazo de dos meses.

La misma solución ha de entenderse aplica-
ble al plazo de interposición del conflicto, por
lo que nada impide que ante una resolución
extemporánea que rechace la propuesta de
cambio de domicilio pueda acudirse a la
Junta Arbitral en el plazo de quince días
desde el conocimiento de la decisión desesti-
matoria adoptada.

REFERENCIAS

150

GACETA TRIBUTARIA DEL PAÍS VASCO



Asimismo nada impide que, en caso de
falta de respuesta en el plazo establecido,
cuando así lo estime oportuno la Adminis-
tración que promovió el cambio, pueda en-
tender desestimada tácitamente la
propuesta de cambio y promover formal-
mente el conflicto, aplicando la normativa
general sobre el silencio negativo, sin que
en contra pueda invocarse la inseguridad
jurídica respecto del obligado tributario a
que afecte, pues las consecuencias del re-
traso en la resolución han de ser invocadas,
en su caso, en relación con la liquidación
que practique la Administración que resulte
competente".

De los antecedentes reseñados al inicio se des-
prende que se ha incumplido el plazo de dos
meses al que se refiere el artículo 13.1 del RJACE,
habida cuenta que con fecha 21 de mayo de
2009 la Diputación Foral de Bizkaia remitió a la
AEAT su propuesta, insistiendo en retrotraer sus
efectos a 1 de enero de 2007, propuesta que fue
rechazada por la AEAT el 20 de julio de 2009, si
bien no fue comunicado el rechazo, por correo
electrónico, hasta el 4 de agosto de 2009. Ello no
ha merecido ningún reproche por parte de la Di-
putación Foral Bizkaia; en cambio, si ha recibido
crítica, en este caso, por parte de la AEAT, quien
ha censurado que la Diputación Foral de Bizkaia
haya planteado conflicto cuando ya había pa-
sado más de un mes desde que se produjo el re-
chazo a la fecha de retroacción del cambio de
domicilio. Lo que sucede es que, como se des-
prende de la Sentencia del Tribunal Supremo de
7 de junio de 2012, lo dispuesto en el apartado 2
del artículo 13 RJACE no se aplica en los supues-
tos de cambio de domicilio, y no solo eso, no se
ha establecido ningún plazo en sustitución del
previsto en dicho apartado 2. Naturalmente, si no
existe plazo, no puede entenderse que se ha in-
cumplido el requisito procedimental de carácter
temporal. En su caso, quien podría quejarse del
retraso en el planteamiento del conflicto sería la
sociedad interesada, pero como se desprende
de la STS de 22 de septiembre de 2011, para que
ese retraso tuviera alguna virtualidad sería pre-
ciso, en primer lugar, que a la entidad se le hu-
biera causado indefensión, cosa que no ha

sucedido desde el momento en que durante la
tramitación del presente conflicto, por parte de
esta Junta Arbitral se le ha dado traslado para
que alegara lo que estimase por conveniente, y,
tras examinar su escrito depositado en Correos el
23 de junio de 2011, se observa que no formula
ningún óbice de carácter procedimental; es más,
ni siquiera lo formula con respecto al cambio del
domicilio, sino sobre una cuestión distinta, subya-
cente, cuál es la devolución de saldos pendien-
tes de IVA, pero esa cuestión no es objeto del
presente conflicto, y, por tanto, nada diremos al
respecto.

2. Rechazada la extemporaneidad del plantea-
miento del conflicto solo nos queda pronunciar-
nos sobre la cuestión de fondo. Y, en ese sentido,
debemos recordar que la discrepancia se acaba
reduciendo a lo siguiente: para la Diputación
Foral de Bizkaia el cambio del domicilio ha de re-
trotraerse al 1 de enero de 2007, en cambio, para
la AEAT no procede la retroacción del cambio
del domicilio que voluntariamente llevó a cabo
la entidad interesada.

3. Hagamos, pues, una recopilación de los he-
chos y pruebas que en favor de sus pretensiones
aducen las dos Administraciones. Ya hemos anti-
cipado que, específicamente, en relación con el
cambio de domicilio, nada alega la entidad in-
teresada (ENTIDAD, S.L.) 

Por lo que se refiere a la posición de la Diputación
Foral de Bizkaia interesa, sobre todo, el Informe,
de fecha 18 de septiembre de 2008, realizado por
el Servicio de Inspección Tributaria de la Ha-
cienda Foral de Bizkaia, puesto que constituye la
pieza clave de su argumentación. En él se reali-
zan distintas afirmaciones, siendo las relevantes
las que siguen:

- La sociedad está regida y administrada por
un administrador único, siendo nombrado en
el momento de su constitución D. ADMINIS-
TRADOR 1 domiciliado en DOMICILIO 3, en
Zaragoza. Al tiempo de realizar el informe, se
asegura, figura en la base de datos como
administrador D. ADMINISTRADOR 2, también
domiciliado en Zaragoza. 151
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- Las reuniones del órgano de administración
y de las Juntas Generales de socios se cele-
bran en DOMICILIO 2, en Zaragoza.

- Los libros de contabilidad debidamente le-
galizados se encuentran en las oficinas que
la sociedad tiene en el local sito en DOMICI-
LIO 2 en Zaragoza, llevándose la contabili-
dad en el mismo local.

- La entidad tiene abiertas las siguientes cuen-
tas bancarias:

• Una en el Banco de Santander, en una
sucursal sita en Bilbao.

• Otra en el Banco Español de Crédito en
una sucursal sita en Zaragoza.

• Una más en el Open Bank Santander
Consumer, banco on-line con central
en Madrid.

• Otra más en la Caja de Ahorros de la In-
maculada de Aragón, en una sucursal
sita en Zaragoza.

• Una más en el ING, banco on-line con
central en Madrid.

• y otra más en Bankinter S.A. en una su-
cursal sita en Zaragoza.

Las facturas expedidas se emiten en DOMICILIO
2 en Zaragoza, conservándose archivadas en el
mismo lugar.

Las facturas recibidas y la correspondencia se reciben
en dicho local de Zaragoza y en él se conservan.

La plantilla de la sociedad está formada por dos
trabajadores, encontrándose su centro de tra-
bajo en Zaragoza. Los contratos de trabajo fue-
ron firmados en dicha ciudad. También en esta
ciudad se confeccionan las nóminas, y en ella,
asimismo, se guardan las copias de las mismas.

La actuaria se personó en el domicilio social de-
clarado en Bilbao y comprobó que se trata de un

piso cerrado, afirmando un vecino que así se en-
cuentra desde hace tiempo.

La sociedad desde el 2003 mantenía un domicilio
de notificaciones en Zaragoza, y aunque el cam-
bio de domicilio social se realizó en 2008, el cam-
bio efectivo se había producido anteriormente,
realizándose toda la facturación del ejercicio
2007 desde Zaragoza, y asimismo, desde esa ciu-
dad, que es donde también residen sus socios, se
lleva a cabo la dirección de sus negocios.

En apoyo de esas pretensiones se adjunta la si-
guiente documentación:

- Diligencia de constancia de hechos fe-
chada en Bilbao el 2 de septiembre 2008 fir-
mada por la actuaria y un vecino relativa a
la visita al edificio sito en DOMICILIO 1 de Bil-
bao.

- Libro de facturas expedidas y recibidas en
2007.

- "pantallazo" de la base de datos de la Dipu-
tación Foral de Bizkaia de la consulta reali-
zada el 1 de julio de 2008 referida a los
administradores de la entidad, en el que fi-
gura como tal el Sr. ADMINISTRADOR 2, con
domicilio en Zaragoza.

- "pantallazo" de la base de datos de la Dipu-
tación Foral Bizkaia de la consulta realizada
el 1 de julio de 2008, referida a las participa-
ciones en dicha sociedad en la que apa-
rece el Sr. ADMINISTRADOR 2 con un
porcentaje de participación de 1,00 Y el Sr.
ADMINISTRADOR 1 con un porcentaje de
participación de 99,00.

- Certificado fechado el 21 de abril de 2008
de dos apoderados de Bankinter S.A. en la
que se indica que la entidad tiene en dicha
entidad una determinada cuenta abierta.

Como quiera que la AEAT consideró insuficiente
el Informe fechado el 18 de septiembre de 2008,
por la Diputación Foral de Bizkaia se realizó un in-
forme ampliatorio fechado el 23 de abril de 2009
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en el que se dice lo siguiente: "a los antecedentes
y fundamentos jurídicos ya expresados en el men-
cionado informe, solo cabe añadir que la com-
probación de domicilio solicitada a esta actuaria
corresponde al ejercicio 2007, y todas las circuns-
tancias ya expuestas en el anterior Informe se
cumplieron durante todo el año natural, por lo
que es claro que el domicilio en el 2007 era Zara-
goza, no descartando que los mismos hechos se
hubieran producido en ejercicios anteriores y la
fecha de retroacción pudiera ser anterior (..) Los
contactos telefónicos mantenidos nuevamente
con la asesoría de la empresa mantienen que du-
rante todo el ejercicio 2007 el domicilio fue Zara-
goza, no pudiendo disponer de información
sobre momentos anteriores".

A este Informe ampliatorio no se acompaña nin-
gún documento. La Diputación Foral de Bizkaia
mediante escrito de fecha 21 de mayo de 2009,
ratificándose en lo expresado en él textualmente
señala "que la sociedad a 1 de enero de 2007 ya
estaba domiciliada en Zaragoza, no pudiendo
descartar que la fecha a la que se debe retro-
traer el cambio de domicilio sea anterior ..."

Frente a todo ello, la AEAT presentó sus alegacio-
nes el 9 de febrero de 2011, en la que, en cuanto
al fondo, destaca la ausencia de prueba de los
extremos controvertidos tanto en el Informe ini-
cial, fechado el 18 de septiembre de 2008, como
en el informe ampliatorio, fechado el 23 de abril
de 2009. Por ese motivo, tiene, es improcedente
la retroacción del cambio de domicilio al 1 de
enero de 2007. Esa aseveración, la sustenta con
los siguientes hechos, razonamientos y documen-
tos:

- El 15 de septiembre de 2008, la entidad pre-
sentó modelo 036 de traslado de domicilio
fiscal desde Bilbao a Zaragoza, calle DOMI-
CILIO 2, acompañando copia de dicho mo-
delo (documento 1).

- En el informe fechado el 18 de septiembre
de 2008 de la Diputación Foral de Bizkaia se
refleja información de origen desconocido
pues no se apoya en ningún documento
que tengo valor probatorio.

- La Dependencia Regional de Inspección de
la AEAT en Aragón emitió Informe fechado
el 11 de febrero de 2009, informe que se une
al escrito de alegaciones de 9 de febrero de
2011, en el que se reflejan los siguientes datos
relevantes para la solución del conflicto:

• La sociedad figura con domicilio fiscal
en la DOMICILIO 2 de Zaragoza desde
el 6 de agosto de 2008

• Se han realizado dos visitas por Agen-
tes Tributarios al indicado domicilio, que
se recogen en diligencias, en ninguna
de las cuales se consigue localizar a
nadie en la vivienda, manifestando una
vecina que el inmueble es nuevo y que
se entregaron las viviendas a principios
de 2008. Son dos las diligencias que se
unen a dicho informe fechadas el 18
de diciembre de 2008 y el 15 de enero
de 2009.

• En el Colegio de Arquitectos de Zara-
goza consta como visado de fin de
obra del mencionado inmueble el 18
de abril de 2007. Se acompaña hoja
impresa de la dirección electrónica del
catastro relativa a ese inmueble en el
que se refleja que se construyó en 2007.

• En el Registro Mercantil de Zaragoza
consta como domicilio de la entidad la
DOMICILIO 2 de Zaragoza desde el 6
de agosto de 2008. Se acompaña la in-
formación registral correspondiente
que respalda esa afirmación.

• En el Registro Mercantil consta como
administrador único de la empresa AD-
MINISTRADOR 3, siendo la fecha de
nombramiento el 11 de abril de 2008,
habiéndose elevado a escritura pú-
blica en una notaria de Zaragoza el 21
de abril 2008 y siendo inscrito en el Re-
gistro Mercantil el 6 de agosto de 2008.
También consta que el apoderado,
desde 18 de febrero de 2005, es Ángel
Redondo Sancho, habiéndose inscrito 153
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tal nombramiento el 6 de agosto de
2008.

El Informe fechado el 11 de febrero de 2009 con-
cluye que no se han puesto de manifiesto hechos
que permitan determinar que el domicilio fiscal y
social de la entidad en Zaragoza sea diferente
del declarado por ella misma tanto en lo refe-
rente a su ubicación como a la fecha desde la
que constituye su domicilio (6 de agosto de 2008);
en cambio, los hechos comprobados sí permiten
concluir que en el año 2007 el domicilio no pudo
ser la Calle Homero 20, 2° ya que en ese periodo
el edificio en el que afirma que estaba el domici-
lio estaba aún en construcción.

4. Antes que nada procede realizar una somera
referencia a las reglas sobre la prueba, más exac-
tamente, a las reglas sobre distribución de la
carga de la prueba. De ellas se desprende que
corresponde a la Diputación Foral de Bizkaia pro-
bar los hechos de los que extrae la conclusión ju-
rídica de que procede retrotraer los efectos del
cambio de domicilio al 1 de enero de 2007,
puesto que esa es su pretensión; por su parte la
AEAT, dado que se opone a ella, ha de acreditar
que tales hechos son reveladores de una situa-
ción diferente, o que junto a ellos existen otros
que, valorados en su conjunto, acreditan una
cosa distinta. Por tanto, ninguna de ambas partes
está dispensada de probar lo que a su derecho
convenga. A esta Junta Arbitral, puesto que no
se trata de una prueba tasada, le corresponde
valorar libremente las alegaciones y propuestas
realizadas.

5. A tenor de la doctrina del Tribunal Supremo ex-
presada, entre otras, en la STS de 22 de enero de
2000 compete en todo caso a cada parte la
carga de probar sus pretensiones. Efectivamente,
según la sentencia citada, la carga de la prueba
es un concepto no demasiado perfilado en el
proceso contencioso, que se limita a ser tributario
de la doctrina civilista nacida de los artículos 1214
y siguientes del Código Civil. La carga de la
prueba es clave cuando hay falta o ausencia de
prueba de hechos relevantes. En ese caso, debe
hacerse la imputación lógica a la parte que que-
brantó el "onus probandi". Igualmente, como re-

cuerda, entre otras, la STS de 28 de abril de 2001,
en relación con la cuestión de la carga de la
prueba se han introducido matizaciones en el
rigor con que se ha venido exigiendo a los sujetos
pasivos tal probanza, siendo una de ellas la que
proviene de la necesidad de ir más allá de la es-
cueta aplicación del artículo 1214 del Código
Civil, precepto que está orientado hacia el
campo del Derecho de obligaciones, debiendo
ponerse el mismo en relación, en el campo del
derecho tributario, con el supuesto de hecho de
la norma de que se trate, habiéndose consoli-
dado la doctrina uniforme y reiterada, según re-
cuerda entre otras la sentencia de esta Sala de
17 de marzo de 1995, de que cada parte ha de
probar el supuesto de hecho de la norma que in-
voca a su favor. Efectivamente, en la citada Sen-
tencia de 17 de marzo de 1995 se señala que
"procede reiterar la doctrina uniforme de esta
Sala, según la cual cada parte ha de probar el
supuesto de hecho de la norma, cuyas conse-
cuencias invoca a su favor, doctrina jurispruden-
cial puesta de manifiesto por el Tribunal Supremo
en Sentencias de 20 y 13 marzo y 24 enero 1989,
y reiterada en las Sentencias de 29 noviembre
1991 y 19 febrero 1994. En definitiva, concluye la
STS de 28 de abril de 2001: "La función que des-
empeña el artículo 1214 -actual artículo 217 LEC
- del Código es la de determinar para quién se
deben producir las consecuencias desfavorables
cuando unos hechos controvertidos de interés
para resolver cuestiones del pleito no han que-
dado suficientemente probados. Se trata de una
regla cuyo alcance ha sido conformado por la
doctrina científica y jurisprudencial, y que por su
carácter genérico opera solamente en defecto
de regla especial".

6. En procedimientos de la naturaleza como el
que nos ocupa, no podemos dar espalda a las
reglas probatorias específicas que se aplican en
materia tributaria, en la medida en que pueden,
en ocasiones, servir para declarar probados he-
chos o situaciones jurídicas, pero, las más de las
veces su eficacia será más bien limitada, de
suerte que, por regla general, bastarán las reglas
generales sobre la prueba. Esta declaración pre-
via que realizamos viene a propósito de la invo-
cación que hacen las Administraciones
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interesadas de determinadas presunciones con-
tenidas en la normativa tributaria, tal es el caso
de la presunción de certeza de los datos y ele-
mentos de hecho consignados en las autoliqui-
daciones, declaraciones, comunicaciones y
demás documentos presentados por los obliga-
dos tributarios y de la presunción de certeza de
las diligencias extendidas por personas al servicio
de las Administraciones interesadas. Ninguna de
ambas presunciones puede trasladarse, tal cual,
a procedimientos de la naturaleza del que esta-
mos enjuiciando, siquiera sea, - entre otros moti-
vos que pudieran esgrimirse-, por lo siguiente:
uno, en relación con la primera presunción, por-
que solo opera con respecto a los propios obliga-
dos tributarios, no con respecto a terceros, como
sería el caso de la Diputación Foral de Bizkaia; y
dos, en relación con la segunda presunción, por-
que se ciñe a los hechos contenidos en la diligen-
cia y aceptados por el obligado tributario objeto
del procedimiento, así como sus manifestaciones,
y, en este caso, en ninguna de las diligencias se
recogen hechos aceptados por el obligado tri-
butario. Por supuesto, las declaraciones, autoli-
quidaciones y comunicaciones de la sociedad
interesada, así como las diligencias extendidas
por personas al servicio de las Administraciones
interesadas, en tanto en cuanto forman parte del
expediente y del que derivan hechos relevantes
para la decisión del procedimiento (art. 80.1 de
la Ley 30/1992), han de ser tenidos en cuenta a
la hora de dictar la resolución (art. 89.1 de la Ley
30/1992). En suma, tales documentos no carecen
de valor probatorio; naturalmente que tienen
efectos probatorios, pero no gozan del privilegio
de presunción de certeza.

7. Según la letra b) del apartado cuatro del artí-
culo 43 del Concierto Económico, a los efectos
de éste se entenderán domiciliadas fiscalmente
en el País Vasco, "las personas jurídicas y demás
entidades sometidas al impuesto sobre Socieda-
des que tengan en el País Vasco su domicilio so-
cial, siempre que en el mismo esté efectivamente
centralizada su gestión administrativa y la direc-
ción de sus negocios. En otro caso, cuando se re-
alice en el País Vasco dicha gestión o dirección.
En los supuestos en que no pueda establecerse
el lugar del domicilio de acuerdo con estos crite-

rios, se atenderá al lugar donde radique el mayor
valor de su inmovilizado". Como hemos dicho en
resoluciones precedentes, la noción de "gestión
administrativa y dirección de los negocios" es un
concepto jurídico indeterminado, cuya concre-
ción requiere tomar en consideración todas las
circunstancias del caso (resoluciones número
R11/2011, de 2 de mayo de 011, F.J. 3, R29/2011,
de 22 de diciembre de 2011, F.J. 2 Y R 3/2012, de
30 de marzo, F.J.3).

Comencemos analizando el resultado de las dis-
tintas visitas realizadas tanto por personal de-
pendiente de la Diputación Foral de Bizkaia
como de la AEAT a los dos domicilios que ha te-
nido la entidad. El 2 de septiembre de 2008 per-
sonal de Diputación Foral de Bizkaia visita el
domicilio en Bilbao de la entidad y en la diligen-
cia que se extiende se pone en boca de un ve-
cino (que firma la diligencia) lo siguiente: "en ese
piso vivían unos Sres. mayores que se han ido
con su hijo a Zaragoza y que en estos momentos
está desocupado". Nótese que la diligencia está
extendida en septiembre de 2008 y nótese tam-
bién que no se concreta cuando sus ocupantes
han abandonado el inmueble, por lo que, de
ahí, no cabe deducir con certeza nada acerca
de cuál es la fecha del cambio de domicilio de
la entidad. No mucho más, pero si algo más,
consigue la AEAT con sus dos visitas al inmueble
sito en Zaragoza, pues en la diligencia se refleja,
según manifiesta una vecina, que las viviendas
del edificio se entregaron a primeros de 2008.
Nótese que nada se dice sobre la fecha de ocu-
pación concreta de dicha vivienda por la enti-
dad, pero se descarta que la ocupación tuviera
lugar en 2007. El dato de la ocupación del in-
mueble que pudiera ser clave tampoco se des-
prende del visado de fin de obra del Colegio de
Arquitectos de Zaragoza, pero es razonable de-
ducir del mismo que la ocupación de la vi-
vienda, en todo caso, tendría lugar después del
18 de abril de 2007. En resumen, ninguna prueba
avala que el traslado del domicilio de la entidad
se produjera el 1 de enero de 2007. No existe ni
un solo indicio de que el cambio de domicilio tu-
viera lugar en esa fecha; forzosamente, a la vista
de lo que se acaba de apuntar, tuvo que ser
después. 155
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Con respecto a otros datos que avalarían que,
desde el 1 de enero de 2007, que la gestión ad-
ministrativa y la dirección de los negocios de la
empresa ENTIDAD, S.L. está centralizada en Zara-
goza, ha de tenerse presente que una serie de
datos que quizás, valorados conjuntamente, po-
drían inclinar la balanza en favor de las tesis de la
Diputación Foral de Bizkaia, no pueden inclinarla,
porque son meras afirmaciones sin soporte proba-
torio que lo apoye. En primer lugar, ninguna con-
clusión determinante hemos de obtener de la
titularidad de diversas cuentas corrientes, pues
existen en Bilbao, en Madrid y en Zaragoza, es
decir, tanto en territorio foral como en territorio
común. No se ha probado que al tiempo de rea-
lizar el informe por parte de la Diputación Foral de
Bizkaia (18 de septiembre de 2008) el administra-
dor fuera D. Juan Ramón ADMINISTRADOR 2, do-
miciliado en Zaragoza, más bien se ha probado
que en esa fecha lo era D. ADMINISTRADOR 3. No
logra probar la Diputación Foral de Bizkaia, como
pretende, que las reuniones del órgano de admi-
nistración y de las Juntas Generales de socios se
celebraran en C/Homero n° 20, 2° A, en Zaragoza
y tampoco que los libros de contabilidad debida-
mente legalizados se encontrasen en las oficinas
que la sociedad tiene en el local sito en C/Ho-
mero n° 20, 2° A en Zaragoza, llevándose la con-
tabilidad en el mismo local. Asimismo, no se logra
probar por la Diputación Foral de Bizkaia que las
facturas expedidas se emitiesen en DOMICILIO 2
en Zaragoza (repárese que se adjunta el Libro de
facturas expedidas y recibidas en 2007, pero que
no se adjuntan las facturas, y, por tanto, no se
puede comprobar si el domicilio que se refleja en
ellas es el de Zaragoza o el de Bilbao) y que se
conservasen archivadas en el mismo lugar, como
tampoco se prueba que las facturas recibidas y
la correspondencia se recibiesen en dicho local
de Zaragoza y en él se conservasen, y, asimismo,
carece de soporte probatorio la afirmación de
que la plantilla de la sociedad estaba formada
por dos trabajadores, encontrándose su centro
de trabajo en Zaragoza, que los contratos de tra-
bajo fueron firmados en dicha ciudad y que en
esa misma ciudad se confeccionan las nóminas y
se guardan las correspondientes. Igualmente in-
consistente, desde el punto de vista probatorio, es
la referencia a las llamadas telefónicas a una ase-

soría de Zaragoza, que, supuestamente, realiza
gestiones para ENTIDAD, S.L.

Como hemos dicho antes cada una de las dos
Administraciones ha de probar lo que a su dere-
cho convenga. La Diputación Foral de Bizkaia ha
intentado probar que el cambio de domicilio ha
de retrotraerse al 1 de enero de 2007 y no lo ha
conseguido; por su parte, la AEAT ha tratado de
desvirtuar ese intento de la Diputación Foral de
Bizkaia y lo ha conseguido, pues ha puesto en
evidencia la endeblez probatoria de las alega-
ciones de está. Lógicamente, como no podía ser
de otra forma, la AEAT se apoyó en la declara-
ción de cambio de domicilio presentada por la
entidad, extremo que no ha logrado desacredi-
tar la Diputación Foral de Bizkaia, a tenor de lo
que antes hemos dicho. Es más, esa declaración
de cambio de domicilio del 6 de agosto de 2008,
es coherente con otros datos que han sido adu-
cidos por la AEAT cuales son que en el Registro
Mercantil de Zaragoza consta como domicilio de
la entidad el de la C/Homero n° 20 de Zaragoza
desde el 6 de agosto de 2008 y no antes, y tam-
bién que en esa fecha, la de 6 de agosto de
2008, es cuando se eleva a escritura pública el
nombramiento de D. ADMINISTRADOR 3 como
administrador único de la empresa, datos ambos
que, unidos al anterior, interpretamos como indi-
cativos de que esa fecha del cambio de domici-
lio fiscal es real. El propio comportamiento de la
entidad ENTIDAD, S.L. en el marco de este pro-
ceso avala la posición de la AEAT. La entidad no
se ha pronunciado, expresamente, sobre la po-
lémica que mantienen ambas Administraciones
(se ha limitado a insistir en que aún no se ha pro-
ducido la devolución de las cuotas soportadas
deducibles en 2007), pero su silencio, sobre esta
cuestión, viene a reafirmar, tácitamente, que
dicho cambio de domicilio se produjo en la
fecha en que presentó la declaración y no en
otra anterior. La carga de la prueba es clave
cuando hay falta o ausencia de prueba de he-
chos relevantes y, puesto que es la Diputación
Foral de Bizkaia la que pretende probar que el
cambio de domicilio ha de retrotraerse al 1 de
enero de 2007, si no lo logra, como es el caso,
sobre ella han de recaer las consecuencias des-
favorables para sus pretensiones.
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En su virtud, la Junta Arbitral

ACUERDA

Que no procede retrotraer al 1 de enero de 2007
el cambio de domicilio desde Bilbao, DOMICILIO
1, a Zaragoza, Calle DOMICILIO 2, realizado por
ENTIDAD, S.L.

Resolución R 12/2012 Expediente 8/2010

En la ciudad de Vitoria-Gasteiz, a 28 de septiembre
de 2012 la Junta Arbitral del Concierto Económico
con la Comunidad Autónoma del País Vasco, com-
puesta por D. Carlos Palao Taboada, Presidente, y
D. Isaac Merino Jara y D. Francisco Javier Muguruza
Arrese, Vocales, ha adoptado el siguiente

ACUERDO

sobre el conflicto planteado por la Diputación
Foral de Álava frente a la Comunidad Foral de
Navarra sobre el domicilio fiscal de las socieda-
des ENTIDAD 1, S.L. (NIF: ---------), ENTIDAD 2, S.L.
(NIF: ---------) y ENTIDAD 3, S.L. (NIF: ---------), que se
tramita ante esta Junta Arbitral con el número de
expediente 8/2010.

I. ANTECEDENTES

1. El presente conflicto, que fue planteado me-
diante un escrito de la Diputación Foral de Álava
de fecha 22 de marzo de 2010, que tuvo entrada
en esta Junta Arbitral el siguiente día 29, versa
sobre el domicilio fiscal de las sociedades ENTI-
DAD 1, S.L. (NIF: ---------), ENTIDAD 2, S.L. (NIF: -------
--) y ENTIDAD 3, S.L. (NIF: ---------) (en adelante "las
entidades"). La Diputación Foral de Álava pide
implícitamente (ya que el escrito de plantea-
miento no contiene un petitum expreso) a esta
Junta Arbitral que declare que el domicilio fiscal
de las sociedades relacionadas (en adelante, "las
entidades") no se encuentra en el declarado por
ellas, DOMICILIO 1, de Vitoria-Gasteiz, sino en DO-
MICILIO 2, en Pamplona.

Previamente al planteamiento de conflicto, la Di-
putación Foral de Álava dirigió el 24 de septiem-
bre de 2009 al Gobierno de Navarra una
propuesta de cambio de domicilio en el sentido
indicado, a la que respondió negativamente el
Director Gerente de la Hacienda Tributaria de
Navarra (HTN) por resolución de 25 de febrero de
2010, recibida por la Diputación el 3 de marzo. 157
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La Junta Arbitral admitió a trámite el conflicto en
su sesión celebrada el 24 de junio de 2011.

2. Mediante escrito de 9 de junio de 2010, regis-
trado el siguiente día 11, el Director General de
la AEAT manifiesta que habiendo tenido conoci-
miento del planteamiento del presente conflicto
y teniendo en cuenta que el 100% del inmovili-
zado de las entidades se encuentra en Albacete
y la eventual aplicación de lo dispuesto en el ar-
tículo 43. Cuatro, c) del Concierto Económico, so-
licita que se tenga por planteado el conflicto
también frente a la AEAT y subsidiariamente que
se admita a la AEAT como interesada en el
mismo. La Junta Arbitral tuvo por personada a la
AEAT y el 5 de octubre de 2011 la emplazó para
la formulación de alegaciones.

3. El 7 de noviembre de 2011 se registró de en-
trada en la Junta Arbitral escrito de alegaciones
de la AEAT fechado el 3 de noviembre. En dicho
escrito la AEAT solicita a la Junta Arbitral que
acuerde la inadmisión del conflicto respecto de
la AEAT y subsidiariamente que declare que el
domicilio fiscal de las entidades no se encuentra
localizado en Albacete.

4. El 7 de diciembre de 2011 tuvo entrada en la
Junta Arbitral escrito de alegaciones de la Ha-
cienda Tributaria de Navarra de fecha 2 de di-
ciembre, en el que este organismo rechaza en
primer lugar la competencia de la Junta Arbi-
tral del Concierto para conocer del presente
conflicto. Subsidiariamente expone los argu-
mentos en los que se basa su posición de que
el domicilio fiscal de las entidades no está en
Navarra.

5. Puesto de manifiesto el expediente, formularon
alegaciones la Diputación Foral de Álava, la Ha-
cienda Territorial de Navarra y el representante
de las entidades.

La primera lo hizo por medio de escrito de 1 de
marzo de 2012 (registrado el día 2) por el que el
Director de la Hacienda Foral alavesa remite in-
forme del Servicio de Inspección de igual fecha
que contiene una exposición de la postura de
ese organismo.

Las alegaciones de la Hacienda Tributaria de Na-
varra están contenidas en un escrito de 2 de
marzo de 2012 de su Directora Gerente, registrado
de entrada en la Junta Arbitral el 7 de marzo .de
2012, en el que el citado organismo se ratifica, en
primer lugar, en su afirmación de la falta de com-
petencia de esta Junta Arbitral, en la que consiste
su única pretensión ante ésta. Expone, sin em-
bargo, "en aras del principio de colaboración" al-
gunas consideraciones en defensa de su posición
opuesta a la de la Diputación Foral de Álava, de
las que afirma que carecen de eficacia vincu-
lante y "[e]n ningún caso deben tomarse, por
tanto, en un sentido técnico, como alegaciones
sustantivas destinadas a suscitar debate y pronun-
ciamiento expreso sobre el fondo del asunto".

Por último, D. REPRESENTANTE, en calidad de re-
presentante de las entidades, presentó un escrito
de fecha 12 de marzo de 2012, que tuvo entrada
en la Junta Arbitral el siguiente día 13, en el que
en primer lugar "hace suyas y suscribe plena-
mente" la posición tanto de la AEAT como del
Gobierno de Navarra acerca de la competencia
de la Junta Arbitral. Por otra parte, aduce diver-
sos argumentos en sustento de su posición y con-
cluye pidiendo a la Junta Arbitral que declare
que el domicilio fiscal de las entidades está en
Álava "y, por tanto y dado el carácter ejecutivo
de sus Resoluciones, que la DFA proceda a de-
volver el IVA solicitado". 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. En cuantas ocasiones se han planteado ante
esta Junta Arbitral conflictos frente a la Comuni-
dad Foral de Navarra ésta ha aducido con igua-
les razonamientos la falta de competencia de
este órgano para conocer de tales conflictos, por
lo que la Junta Arbitral ya ha tenido oportunidad
de rechazar dicha alegación en sus resoluciones
R10/2011, de 20 de enero de 2011 (expediente
15/2008), R22/2011, de 27 de septiembre de 2011
(expediente 5/2009), R7/2012, de 11 de mayo de
2012 (expediente 36/2008) y, por último, R10/2012,
de 26 de julio de 2012 (expediente 7/2010).

En el Fundamento de Derecho 3 de la resolución
R7/2012, de 11 de mayo de 2012 (expediente
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36/2008) resumíamos los argumentos del Go-
bierno de Navarra de la manera siguiente:

1°. Ni el Convenio ni el Concierto contemplan
la posibilidad de que las Juntas Arbitrales
puedan resolver conflictos entre los Territo-
rios Históricos del País Vasco y la Comuni-
dad Foral de Navarra.

2°. Ha de tener presente el carácter bilateral
de relación con el Estado que tienen, en
cada caso, tanto el Convenio como el
Concierto y la ausencia en sus respectivos
articulados de relaciones, vínculos o cone-
xiones "horizontales" entre dichos Territorios
Históricos y la Administración tributaria de
la Comunidad Foral. Además, al igual que
el Convenio en el ámbito de Navarra, el
Concierto regula las relaciones financieras
y tributarias entre la Administración del Es-
tado y la Administración de la Comunidad
Autónoma del País Vasco, entendida esta
última como unidad. La existencia en su
seno de los Territorios Históricos no debe
empañar ni desvirtuar la naturaleza de
aquellas relaciones.

3°. La realidad normativa actual conlleva que
las Juntas Arbitrales del Convenio y del
Concierto no pueden resolver los conflictos
entre los Territorios Históricos del País Vasco
y la Comunidad Foral sin invadir de ma-
nera flagrante las competencias de cada
uno de ellos. En ese sentido, asegura que
resultaría una invasión injustificada de las
competencias tributarias de Navarra que
la Junta Arbitral del Concierto entre a re-
solver este conflicto. Además, Navarra no
es una Comunidad Autónoma, sino una
Comunidad Foral, lo cual es distinto.

4°. El hecho de que la literalidad del Concierto
se refiera a la posibilidad de que las Dipu-
taciones Forales planteen conflictos contra
las Comunidades Autónomas (y no contra
la Comunidad Foral) "no puede desvirtuar
ni contradecir los fundamentos básicos
que subyacen en el Concierto y en el Con-
venio: regulación bilateral y exclusiva de

las relaciones financieras y tributarias entre
el País Vasco y el Estado, por una parte; y
entre Navarra y el Estado, por otra".

5°. Tanto el artículo 51.1.b del Convenio como
el artículo 66.Uno.a) del Concierto deben
interpretarse en el sentido que impone la re-
alidad jurídica y que tiene su fundamento
en que ni del Convenio ni del Concierto se
desprenden relaciones horizontales entre
los respectivos Territorios Históricos del País
Vasco y la Comunidad Foral de Navarra.

6°. La propia naturaleza paccionada del Con-
venio y del Concierto reclama que, si se
pretendiera que un órgano arbitral resol-
viera los conflictos tributarios que se susci-
taran entre los Territorios Históricos y la
Comunidad Foral, sería preciso que así se
conviniera y se plasmase en esas normas.

7°. Sería ineficaz cualquier decisión de la
Junta Arbitral del Concierto respecto de la
Hacienda Tributaria de Navarra, pues
dicha Junta no se encuentra prevista en el
Convenio. Solo la Junta Arbitral del Conve-
nio o los Tribunales de Justicia pueden
dejar sin efecto una decisión de la Ha-
cienda Tributaria de Navarra.

8°, En definitiva, concluye el Gobierno de Na-
varra, el conflicto ha de dilucidarse en la
jurisdicción contencioso-administrativa,

La Diputación Foral de Álava invoca contra los
anteriores argumentos la doctrina establecida
por la sentencia del Tribunal Supremo de 26 de
mayo de 2009 y afirma que el conflicto está de-
bidamente residenciado en la Junta Arbitral del
Concierto, al haberse observado el procedi-
miento establecido en el Reglamento de la Junta
Arbitral del Concierto Económico (RJACE), apro-
bado  por Real Decreto 1760/2007, de 28 de di-
ciembre, de acuerdo con cuyo artículo 11, d)
dicha Junta es competente por razón de la ma-
teria.

Por nuestra parte, en las resoluciones preceden-
tes antes citadas basábamos nuestra competen- 159
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cia en el artículo 66.Uno del Concierto Econó-
mico, a tenor del cual es competencia de esta
Junta 

"a) Resolver los conflictos que se planteen
entre la Administración del Estado y las Dipu-
taciones Forales o entre éstas y la Administra-
ción de cualquier otra Comunidad
Autónoma, en relación con la aplicación de
los puntos de conexión de los tributos concer-
tados y la determinación de la proporción co-
rrespondiente a cada Administración en los
supuestos de tributación conjunta por el Im-
puesto sobre Sociedades o por el Impuesto
sobre el Valor Añadido.

b) Conocer de los conflictos que surjan entre
las Administraciones interesadas como conse-
cuencia de la interpretación y aplicación del
presente Concierto Económico a casos con-
cretos concernientes a relaciones tributarias
individuales.

c) Resolver las discrepancias que puedan pro-
ducirse respecto a la domiciliación de los con-
tribuyentes".

Y afirmábamos que "ningún precepto del Con-
cierto Económico excluye de manera absoluta la
competencia de esta Junta Arbitral para cono-
cer de conflictos entre la Comunidad Foral de
Navarra y las Diputaciones Forales del País Vasco.
El vigente Concierto, al igual que el aprobado
por la Ley 12/1981, de 13 de mayo, tanto en su re-
dacción inicial como en la introducida por la Ley
38/1997, de 4 de agosto, establecen claramente
la competencia de esta Junta Arbitral para
'(r]esolver los conflictos que se planteen entre la
Administración del Estado y las Diputaciones Fo-
rales o entre éstas y la Administración de cual-
quier otra Comunidad Autónoma"',

Añadíamos seguidamente que "[e]n apoyo de la
interpretación gramatical que hemos realizado
se puede invocar la doctrina de la Sentencia del
Tribunal Supremo número 4196/2009, de 26 de
mayo de 2009, recurso 365/2008, de la cual se
desprende que desde la perspectiva del Conve-
nio (o, en este caso, del Concierto) el resto de las

Comunidades Autónomas tiene, a estos efectos,
un tratamiento homogéneo" (F.O. 6).

2. La AEAT alega otra causa de inadmisión del
conflicto en su escrito de fecha 3 de noviembre
de 2011. Recuerda la AEAT que, de acuerdo con
los artículos 43.Nueve del Concierto Económico
y 13 RJACE, en los conflictos sobre el domicilio es
necesario que la Administración que promueva
el cambio de domicilio traslade su propuesta a la
otra Administración y que ésta manifieste su dis-
conformidad expresa o tácitamente. Considera
la AEAT que el presente conflicto aunque formal-
mente dirigido contra la Hacienda Tributaria de
Navarra se plantea también, aunque sea subsi-
diariamente, contra la AEAT, por cuanto el escrito
de planteamiento alega que el 100% del inmovi-
lizado de las entidades se encuentra en Alba-
cete, por lo que, si se estimase aplicable el criterio
subsidiario del tercer inciso de la letra b) del artí-
culo 43.Cuatro del Concierto Económico -el es-
crito de la Diputación Foral de Álava cita
erróneamente la letra c) de dicho artículo y la
AEAT no corrige este error-el domicilio de las enti-
dades se situaría en territorio común. Afirma la
AEAT que "afectando el conflicto a la AEAT, aun-
que sea subsidiariamente, no debió admitirse a
trámite el conflicto respecto a la pretensión sub-
sidiaria, en lo relativo a la ubicación de los inmo-
vilizados, sin antes haber hecho a la AEAT el
requerimiento de inhibición previsto en el Con-
cierto Económico". Añade la AEAT que esta omi-
sión constituye una "absoluta inobservancia de
los trámites previos para el planteamiento del
conflicto contra la AEAT y, en consecuencia, pro-
cede inadmitir el mismo en esta pretensión".

En contra de lo que afirma la AEAT no hay un con-
flicto planteado frente a ella; el único conflicto
existente es el planteado frente a la Comunidad
Foral de Navarra. Carece de sentido la idea de
un conflicto "subsidiario", que surgiría si la Junta Ar-
bitral resolviese, aplicando el criterio subsidiario
del artículo 43.Cuatro, b) del Concierto Econó-
mico, declarar que el domicilio de las entidades
radica en territorio común. Suponiendo hipotéti-
camente que tal cosa fuera posible, no cabe
imaginar la inadmisión del conflicto respecto a
una de sus eventuales resoluciones. Esta preten-
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sión equivaldría a excluir a limine una resolución
por el hecho de afectar a uno de los interesados.
Hay que excluir, sin embargo, esa hipótesis. Como
dice la Diputación Foral de Álava en su escrito de
alegaciones de 1 de marzo de 2012 (págs. 13 Y
sig.), el conflicto se plantea entre dos Administra-
ciones, que en el presente caso son las de Álava
y Navarra; el criterio subsidiario del lugar en que
radique el mayor valor del inmovilizado única-
mente es aplicable para resolver el conflicto entre
esas dos Administraciones y no para situar el do-
micilio fiscal en el territorio de una tercera que no
es parte de dicho conflicto. Acierta la Diputación
alavesa cuando afirma que al establecer ese cri-
terio subsidiario "[p]robablemente el legislador es-
taría pensando que el inmovilizado se encontraría
en uno o en el otro territorio de las administracio-
nes en conflicto, decidiendo el empate a favor
del que tuviera mayor parte del inmovilizado".

La Diputación añade que "[e]l literal del texto del
Concierto Económico conduce a otra eventual
conclusión"; no obstante, esta interpretación lite-
ral no es sostenible, como se deduce del artículo
2.9 de la Norma Foral 24/1996, de 5 de julio, del
Impuesto sobre Sociedades del Territorio Histórico
de Álava, citado por la Diputación, que es del
tenor siguiente:

"El domicilio fiscal de los sujetos pasivos será el
de su domicilio social, siempre que en él esté
efectivamente centralizada su gestión admi-
nistrativa y la dirección de sus negocios. En
otro caso, se atenderá al lugar en que se rea-
lice dicha gestión o dirección.

Cuando no pueda determinarse el lugar del
domicilio fiscal, de acuerdo con los criterios
anteriores, se entenderá que las entidades tie-
nen su domicilio fiscal en Álava cuando, te-
niendo en el País Vasco el mayor valor de su
inmovilizado, tengan en el Territorio Histórico
de Álava un valor de su inmovilizado superior
al que tengan en cada uno de los otros dos
Territorios Históricos".

La misma restricción está implícita en la norma
paralela del artículo 8.2 del Texto Refundido de
la Ley del Impuesto sobre Sociedades (LIS), apro-

bado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5
de marzo, referida al territorio español, en el que
tiene que ser residente la entidad para que en él
radique su domicilio fiscal. En otros términos, la
aplicación del criterio subsidiario, precisamente
por tener este carácter, no puede llevar a fijar el
domicilio fiscal de una entidad en un lugar en el
que no pueda radicar la gestión administrativa y
la dirección de sus negocios por no existir en el
lugar en que radique la mayor parte del inmovili-
zado el menor indicio de dicha gestión o direc-
ción. Por eso sería inconcebible que una de las
dos Administraciones en las que sí están presentes
indicios de realización de la gestión administra-
tiva o dirección de los negocios propusiese a la
Administración en cuyo territorio radica la mayor
parte del inmovilizado el cambio de domicilio a
ésta o le plantease un conflicto por esta causa.
Esto es, en definitiva, lo que sostiene la AEAT
cuando alega que "resulta evidente que en Al-
bacete ni es necesaria ni existe estructura admi-
nistrativa alguna (y mucho menos directiva) [...]
lo que conduce a descartar Albacete como el
lugar donde pudieran desarrollarse la gestión ad-
ministrativa y la dirección de los negocios de las
sociedades" (subrayado del original), y cuando
añade que "no es necesario acudir a este criterio
residual para la determinación del domicilio fiscal
de [las entidades] puesto que tienen claramente
localizada la dirección control y gestión de su ac-
tividad en un lugar que no es Albacete".

En el presente conflicto, la inexistencia de inmo-
vilizado en cualquiera de los dos territorios impide
recurrir al criterio subsidiario y, por consiguiente,
estimar que existe un conflicto "subsidiario" frente
a la AEAT, sobre cuya admisión o inadmisión sea
posible pronunciarse. La posición de la AEAT en
el presente conflicto no es, pues, la de parte sino
la de mero interesado y en esta calidad acordó
la Junta Arbitral su personación. La inexistencia
de un conflicto frente a la AEAT se pone también
de manifiesto en el carácter negativo de la pre-
tensión subsidiaria de ésta: que la Junta Arbitral
declare que el domicilio fiscal de las entidades
no se encuentra localizado en Albacete. Es
obvio, en efecto, que las resoluciones de la Junta
Arbitral no pueden tener este contenido decla-
rativo puramente negativo. 161
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3. La cuestión de fondo del presente conflicto
consiste en determinar, sin referencia a un pe-
riodo determinado, dónde radica el domicilio fis-
cal de las entidades. No es objeto de este
conflicto, por el contrario, la competencia para
la devolución del IVA, por más que ésta pueda
estar determinada por el domicilio fiscal de las
entidades afectadas por él. No procede, en con-
secuencia, que la Junta Arbitral se pronuncie
sobre la devolución del IVA, como pretenden las
entidades interesadas.

La cuestión objeto del conflicto ha de resolverse
por aplicación del artículo 43.Cuatro, b) del Con-
cierto Económico, que dispone lo siguiente:

"A los efectos del presente Concierto Econó-
mico se entenderán domiciliados fiscalmente
en el País Vasco:

(...)

b) Las personas jurídicas y demás entidades
sometidas al Impuesto sobre Sociedades que
tengan en el País Vasco su domicilio social,
siempre que en el mismo esté efectivamente
centralizada su gestión administrativa y la di-
rección de sus negocios. En otro caso,
cuando se realice en el País Vasco dicha ges-
tión o dirección (...).

En diversas resoluciones en las que se planteaba
esta cuestión hemos partido de la consideración
de que la noción de "gestión administrativa y di-
rección de los negocios" es un concepto jurídico
indeterminado, cuya concreción requiere tomar
en consideración todas las circunstancias del
caso (resoluciones R3/2012, de 30 de marzo de
2012, expediente 31/2008, y R7/2012, de 11 de
mayo de 2012, expediente 36/2008).

4. Del expediente resultan los hechos y circuns-
tancias que resumidamente se exponen a conti-
nuación.

El lugar en el que la Diputación Foral de Álava
sostiene que se encuentra el domicilio fiscal de
las entidades, DOMICILIO 2, de Pamplona, es el
domicilio social y fiscal de la sociedad ENTIDAD

4, S.L. (NIF ---------). Son socios de esta entidad D.
SOCIO 1, residente en San Bartolomé de Tirajana
(Gran Canaria) y D. SOCIO 2, residente en DOMI-
CILIO 3 de Pamplona. El representante de las en-
tidades afirma en su escrito de alegaciones de 7
de marzo de 2012 que "no son los únicos socios
de ENTIDAD 4, S.L. y ninguno de ellos alcanzan
[sic] el 50% de participación en la misma, ni di-
recta ni indirectamente". No indica concreta-
mente cuál es la participación de cada uno de
ellos o la conjunta de ambos.

Las entidades se dedican a la producción de
energía eléctrica de origen fotovoltaico en unas
instalaciones sitas en un "campo solar" ubicado
en Campollano (Albacete). Según la Diputación
Foral de Álava, son socios de las tres entidades D.
SOCIO 3, con 3.005 participaciones de 1 Euro, El
representante de las entidades afirma en su re-
petido escrito de 12 de marzo de 2012, pág. 3,
que "[d]e conformidad con lo dispuesto en los ar-
tículos 42 al 49 del Código de Comercio se ha de
decir que ENTIDAD 4, S.L. no constituye Grupo
con las Interesadas [las entidades]". y D. SOCIO
2, con una participación de 1 Euro. Sin embargo,
las entidades manifiestan en su escrito de alega-
ciones de 12 de marzo de 2012 que a partir de 29
de diciembre de 2009 el accionariado de dichas
sociedades es el siguiente: D. SOCIO 4, con el
29,94%, D. SOCIO 2, con el 0,03%, y D. SOCIO 3,
con el 70,03%. En dicho escrito se indica que D.
REPRESENTANTE es empleado de ENTIDAD 4, S.L.
Por su parte, D. SOCIO 4 es contable de esta
misma entidad y empleado de ella.

El representante de las entidades afirma en su re-
petido escrito de 12 de marzo de 2012, pág. 3,
que "[d]e conformidad con lo dispuesto en los ar-
tículos 42 al 49 del Código de Comercio se ha de
decir que ENTIDAD 4, S.L. no constituye Grupo
con las Interesadas [las entidades]".

El escrito de planteamiento escribe la gestión de
las empresas de energía de origen fotovoltaico
en los siguientes términos:

"Tienen una gestión muy simple, dado que no
tienen margen de maniobra en la ordenación
de la producción ni determinación del precio
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de venta de la energía producida (regulada
por Real Decreto) ni en la elección efectiva
del cliente. Se limitan a la contabilización de
las facturas emitidas, estando el control de la
energía producida en la planta solar, cuyo
control lo realiza un prestador de servicios "a
pie de instalación", verificada por el propio
cliente (Iberdrola en este caso). La contabili-
zación y conservación de facturas, actividad
de escasa entidad, es un puro ejercicio instru-
mental que puede realizar el titular o un gestor
contable.

La nula capacidad de maniobra de este tipo
de instalaciones las aproxima más a inversio-
nes financieras que a verdaderas estructuras
de producción de bienes y servicios".

El domicilio social y fiscal declarado de las enti-
dades, DOMICILIO 1, de Vitoria-Gasteiz corres-
ponde a un centro de actividad económica de
ENTIDAD 4, S.L. Las entidades no disponen en
dicho domicilio de oficina propia ni alquilada, ni
de equipación de oficina ni informática (ordena-
dor) propios; tampoco disponen de trabajadores.
La documentación se encuentra archivada en
un cuarto cerrado de un pabellón industrial en
DOMICILIO 4, de Vitoria-Gasteiz, propiedad de
ENTIDAD 4, S.L. dedicado al almacenamiento de
andamiaje y material de construcción.

La contabilización de las facturas de las entida-
des se realiza por D. EMPLEADO, empleado de
ENTIDAD 4, S.L., el cual crea los asientos contables
y remite la documentación para su archivo. La
contabilidad, que no existe en soporte papel, no
es accesible de forma permanente a través de
los equipos informáticos, ya que se encuentra en
un servidor de acceso restringido en Pamplona
en el que se alojan las contabilidades del grupo
ENTIDAD 4. D. EMPLEADO no tiene acceso a la
contabilidad si no se le autoriza por control re-
moto. La contabilidad es supervisada en Pam-
plona por D. SOCIO 4, contable de ENTIDAD 4,
S.L. y empleado de esta entidad, antes del ar-
chivo definitivo de la documentación en Vitoria.
D. EMPLEADO no tiene ningún apoderamiento de
las entidades y no existe gerente ni apoderado
de las entidades.

La Diputación Foral de Álava sostiene que la docu-
mentación mercantil (libros de actas y de socios)
no se encuentra en el domicilio social de las enti-
dades ni en el almacén de DOMICILIO 4 de Vitoria,
basándose en manifestaciones de D. EMPLEADO
recogidas en una diligencia de la Inspección de la
Hacienda Foral que documenta una visita al domi-
cilio social de las entidades el 9 de julio de 2009
(acompaña al escrito de planteamiento del con-
flicto). Un informe del Servicio de Inspección de la
Hacienda Tributaria de Navarra de 15 de enero de
2010, unido como Documento número 2 a su es-
crito de 2 de diciembre de 2011, recoge la mani-
festación de D. ASESOR, asesor fiscal de las
entidades, en un escrito de 9 de noviembre de
2009, de que en el almacén de DOMICILIO 4 se en-
contraban las escrituras de constitución, CIF, alta
censal en Álava, liquidación de ITP-IOS y libros de
actas, añadiendo que "[t]odo eso estaba en una
misma caja de color negro, no en los archivos que
revisó el inspector. El Sr. EMPLEADO con esa docu-
mentación tramitó en la Diputación de Álava todas
las claves de usuario de las diferentes sociedades
para la presentación telemática de impuestos".

En su escrito de alegaciones de 1 de marzo de
2012, la Hacienda Territorial de Álava enumera las
cuentas bancarias con las que operan las entida-
des, de las que 7 están abiertas en sucursales de
Pamplona y 4 en San Sebastián. Observa la Dipu-
tación que ',[c]ada sociedad limitada opera con
sus propias cuentas bancarias, siendo denotativo
que las oficinas donde tienen abierta cuenta
coincide con las ciudades donde tiene estable-
cimiento abierto la sociedad ENTIDAD 4, S.L., esto
es Pamplona, Vitoria, San Sebastián y Madrid. Las
sociedades ENTIDAD 1, S.L., ENTIDAD 2, S.L. y ENTI-
DAD 3, S.L. únicamente tienen cuentas en Pam-
plona y San Sebastián".

5. En su escrito de alegaciones de 12 de marzo
de 2012, D. REPRESENTANTE, en calidad de repre-
sentante de las entidades, hace las siguientes
manifestaciones, además de las ya recogidas en
los anteriores fundamentos de Derecho:

- Que los medios materiales y humanos se uti-
lizan al servicio de las entidades aunque no
sean propios y no retribuidos. 163
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- Que los libros de contabilidad se diligencian
y presentan en el Registro Mercantil de
Álava.

- Que la diligencia de la Diputación Foral de
Álava [de 9 de julio de 2009], "como único
sustento de la posición de la DFA, resulta que
se realiza en una determinada y concreta
fecha y se pretende que, referida a un mo-
mento concreto, sirva de cobertura para sus-
tentar todos los días y circunstancias
acontecidas desde sus distintas fechas de
constitución (Febrero 2008) hasta ese día,
presumiendo, sin base alguna, que las cosas
son y siempre han sido iguales e inalterables
y que, en el tiempo, siempre han sido así,
que ha transcurrido y es como dice, lo que
en contraste con la vida real no deja de ser
una falacia".

- Que en la citada diligencia no se indica, "lo
que es taxativamente necesario, el carác-
ter o representación con que interviene EM-
PLEADO, salvo si se acepta como válido, 'a
sensu contrario', que no tiene ninguna rela-
ción con las Interesadas [entidades] y, ex-
cepto, por lo que la propia 'Diligencia' más
adelante recoge, y haciendo constar que
lo actuado en la misma no tiene acomodo
en los conceptos de representación volun-
taria o representación legal dado que es el
actuario quien, sin previo aviso y entende-
mos que siguiendo instrucciones de sus su-
periores, se persona en la calle DOMICILIO
1, bajo, Vitoria- Gasteiz, y no que EMPLE-
ADO realice una comparecencia 'motu
proprio'''.

- Que la Inspección de la Hacienda Foral de
Álava no indaga sobre el hecho de las veces
que se produce la presencia física en Vitoria
y, en particular en la calle DOMICILIO 1, de
REPRESENTANTE, también empleado de EN-
TIDAD 4, S.L. que opera efectivamente en
Álava, aunque él tenga su domicilio en Pam-
plona, pero sólo a 93 Km. de Vitoria-Gasteiz
(habitualmente en el entorno de los 45 minu-
tos). "Que en todo ello cuenta, y mucho, la
facilidad propia de poder ir por la mañana

y regresar por la tarde o, incluso, ir y volver
en la misma mañana o en la misma tarde,
atendiendo a la proximidad y buenas vías
de comunicación existentes".

- Que la presencia de D. REPRESENTANTE es
prácticamente innecesaria para llevar la di-
rección efectiva del negocio, cosa que
hace EMPLEADO.

- Que EMPLEADO es quien atiende al actuario
y suscribe la diligencia, lo que, por otra parte
es lógico al ser él quien lleva la dirección
efectiva y la gestión administrativa de las en-
tidades, en línea con lo previsto en el artículo
236 de la Ley de Sociedades de Capital, que
contempla expresamente la figura del admi-
nistrador de hecho.

- Que la falta de apoderamiento de EMPLE-
ADO podría privar de valor probatorio a la
diligencia.

6. Se acompañan al citado escrito del represen-
tante de las entidades tres actas notariales de
manifestaciones. En la primera, de 1 de marzo de
2012, anotada por un notario de Albacete, se do-
cumentan las hechas por un representante de la
entidad ENTIDAD 5, S.A. en el sentido de que esta
sociedad tiene suscritos contratos de manteni-
miento con las entidades y que "en caso de inci-
dencia o para cualquier asunto relacionado con
el mismo, la persona válida de contacto, para
decidir en nombre y representación de [las enti-
dades] es EMPLEADO ... ".

La segunda, levantada por el notario de Vitoria
D. NOTARIO con fecha 6 de marzo, recoge las
manifestaciones de D. SOCIO 2 en calidad de re-
presentante de ENTIDAD 4, S.L., "cuyo tenor literal
consta en el texto escrito que me entrega [... ] y
que dejo incorporado a la presente formando
parte integrante de la misma". En dicho texto se
indica en síntesis lo siguiente:

- Que ni D. SOCIO 2 ni ninguna otra persona,
física o jurídica, directa o indirectamente,
detenta el 50% o más de las participaciones
sociales de ENTIDAD 4, S.L.
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- Que ENTIDAD 4, S.L. es propietaria de un in-
mueble en la calle DOMICILIO 1 de Vitoria-
Gasteiz, que constituye una delegación
estable de la compañía en Álava, lo que
hace que él haga frecuentes visitas a esa
delegación.

- Que es EMPLEADO quien, realmente, se en-
carga de llevar "el día a día de la dirección
efectiva y la gestión administrativa de las
[entidades], considerando también la es-
casa ocupación que conlleva ejecutar tales
funciones y tareas y sin que para su realiza-
ción, al menos hasta la fecha, haya sido me-
nester (probablemente por la propia
casuística de la actividad empresarial de las
mismas) otorgarle algún tipo de poder nota-
rial o nombrarle administrador'.

La tercera de las citadas actas, levantada por el
mismo notario de Álava que la anterior con
fecha 9 de marzo de 2012, documenta las mani-
festaciones hechas por D. EMPLEADO en el texto
escrito que se incorpora al acta. Dichas manifes-
taciones son resumidamente las siguientes:

- Que está a cargo y lleva la dirección efec-
tiva y la gestión administrativa de las entida-
des desde antes de su constitución.

- Que no es impedimento para ello no ser em-
pleado de las entidades "al formar parte de
la filosofía de una organización austera".

- “Que tomo, personal y directamente, aquí
en las dependencias de esas Sociedades,
en la calle DOMICILIO 1, en Vitoria-Gasteiz,
las decisiones sobre los asientos o apuntes
contables a llevar a cabo y materialmente
los ejecuto yo mismo, lo que conlleva, a título
de ejemplo, contabilizar las facturas de ven-
tas, y las que proceden de los proveedores,
en especial las relacionadas con el mante-
nimiento de las instalaciones, dotación a las
amortizaciones, registrar contablemente y
ordenar cobros y pagos de facturas en ge-
neral, así como el control de las liquidaciones
bancarias que provienen de los préstamos y
sus intereses, y cerrar la contabilidad cada

ejercicio y registrar la aplicación del benefi-
cio decidida por los Socios, e incluso la con-
fección y presentación de los respectivos
Impuestos sobre Sociedades y las pertinentes
Cuentas Anuales, para su depósito en el Re-
gistro Mercantil, incluyendo la preparación
de las Actas y Certificaciones de las Juntas
para la Aprobación de las Cuentas del Ejer-
cicio. Y desde luego hago la preparación y
presentación de todas las declaraciones fis-
cales periódicas que procedan, ya sean del
IVA, Informativas, etc., sin que para ejecutar
todo ello sea necesario o imprescindible ha-
cerlo en ordenadores o utilizando material
propiedad de esas Entidades, sino que utilizo
los medios que tengo a mi alcance, en las
oficinas sitas en la mencionada calle ... ".

- “Que mi actividad de gestión y administra-
ción efectiva de esas Sociedades está ba-
sada en la plena confianza que se me
otorga 'de facto' para ello, apoyado en mi
titulación y experiencia profesional, lo que
no es ajeno a mi condición de sobrino carnal
de SOCIO 2, ejerciendo, de hecho, de Ge-
rente de las mismas (refiriéndome a todas las
Sociedades fotovoltaicas cuyo domicilio so-
cial y fiscal se ubica en las señas antes indi-
cadas [... ]), concepto que cada vez más se
está imponiendo, entre otros, en el ámbito
tributario, frente a la idea exclusiva del Ge-
rente formal como única figura existente ... "

- Que una parte significativa de la actividad
de gestión es el control diario de la produc-
ción de cada instalación de cada sociedad
mediante la bajada desde la web de ENTI-
DAD 5, S.A. de las lecturas diarias de los Kw.
producidos y su agregación a una base de
datos y que sobre esta base de datos el ma-
nifestante hace diversos análisis relativos a la
producción.

- Que otra parte fundamental de la gestión es
la elaboración de los planes financieros para
el control de la liquidez mensual de cada so-
ciedad y establecer las previsiones anuales
del servicio de la deuda de cada una de las
instalaciones. 165
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- Que respecto a la diligencia de la Inspec-
ción de la Hacienda Foral de Álava hace
constar lo siguiente:

• Que hace de forma personal todos los
trabajos administrativos, "descono-
ciendo, como no puede ser de otra
forma, dónde están todos y cada uno
de los documentos que afectan a di-
chas Sociedades" .

• Que los contratos y documentos, con-
tables y no contables, se archivan y
luego se guardan en locales sitos en
Álava.

• Que se limita a crear los documentos
contables, lo que significa hacer la
contabilidad.

- "Que, en consecuencia, quiero dejar claro
que, desde el principio y hasta la fecha, de
forma constante y continuada, toda la di-
rección y gestión administrativa del negocio
de las susodichas Sociedades la ejecuto yo
personalmente, mediante las tareas necesa-
rias que al respecto hago en mi lugar de tra-
bajo diario sito en la sede social y fiscal de
las mismas, en la calle DOMICILIO 1, en Vito-
ria-Gasteiz".

7. Es indudable que una parte de la gestión ad-
ministrativa de las entidades se lleva a cabo en
su domicilio social y fiscal declarado en Vitoria y
que una parte considerable de esa gestión con-
siste en tareas contables. Sin embargo, de los he-
chos y circunstancias descritos en los apartados
precedentes resulta que estas tareas tienen un al-
cance más bien limitado y subordinado. Así lo in-
dica el hecho de que la contabilidad sea
supervisada por el contable de ENTIDAD 4, S.L. o
que esté situada en un servidor informático que
no está permanentemente accesible a D. EMPLE-
ADO, persona que realiza dichas tareas. En las
manifestaciones de esta persona en acta notarial
se hace una enumeración prolija de dichas ta-
reas, que, sin embargo, no logra persuadir de que
en su conjunto no exceden de las comunes de
llevanza de la contabilidad. El carácter limitado

de estas actividades se reconoce por el mismo
representante de las entidades, D. REPRESEN-
TANTE, el cual afirma en su escrito de alegaciones
de 12 de marzo de 2012 (pág. 6) que las funcio-
nes de dirección y gestión administrativa de las
entidades ocupa a D. EMPLEADO "normalmente
una parte pequeña de su jornada". Por su parte,
D. SOCIO 2 declara en sus manifestaciones nota-
riales que éste se encarga de llevar "el día a día
de la dirección efectiva y la gestión administra-
tiva" de las entidades, y añade que ejecutar tales
funciones y tareas conlleva "escasa ocupación",
lo cual justificaría, en su opinión, que no haya sido
necesario otorgarle ninguna representación.

Pero aunque se admitiese que la contabilidad se
lleva en el domicilio social de las entidades en Vi-
toria, ello no sería por si sólo determinante de la
localización de la gestión administrativa y la di-
rección de los negocios de las entidades. En
efecto, la organización de estas empresas no se
explica sin la pertenencia de las entidades a un
grupo empresarial o societario, constituya éste o
no un grupo mercantil, hecho que no ha sido
controvertido en el procedimiento de conflicto y
que el representante de las entidades se limita a
negar sin más prueba. En efecto, sin dicha perte-
nencia no podría entenderse que las entidades
utilicen gratuitamente el inmueble, material de
oficina y personal pertenecientes a ENTIDAD 4,
S.L.

Tampoco se entiende que la persona que su-
puestamente lleva a cabo la gestión y dirección
de las entidades carezca de todo vínculo con
éstas y no ostente ningún tipo de representación
de ellas. La dirección de una empresa consiste
esencialmente en la adopción de decisiones
sobre su actividad y funcionamiento, por lo que
es inverosímil que se realice por una persona
ajena a la sociedad. Cuestión distinta es, natural-
mente, la representación para los actos de mero
trámite, que se presume en el caso de los tributa-
rios (art. 46.3 LGT). De aquí que, a pesar de las en-
fáticas afirmaciones sobre la llevanza de la
gestión y dirección de las entidades por D. EM-
PLEADO, en el escrito de 12 de marzo de 2012, fir-
mado por D. REPRESENTANTE en calidad de
representante de las entidades, se afirme que
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éste, administrador único de las entidades y em-
pleado de ENTIDAD 4, S.L., realiza actividades de
esa naturaleza, si bien se pretende hacer ver que
las realiza en Vitoria, para lo cual supuestamente
se desplaza con frecuencia a esta ciudad desde
Pamplona, lo cual tampoco es plausible si se con-
sidera que es en esta ciudad donde radica la in-
fraestructura de ENTIDAD 4, S.L., que al parecer
es la utilizada como empresa de servicios del
grupo.

Se llega de este modo a la conclusión de que la
dirección de las empresas se realiza en Pam-
plona. La gestión administrativa y la dirección de
los negocios no son criterios separables y en caso
de discrepancia entre una y otra, que en el pre-
sente caso es sólo parcial, debe tener preferen-
cia la segunda, como lugar donde se adoptan
las decisiones fundamentales de la empresa. Ello
nos lleva a concluir en el presente caso que el
domicilio fiscal de las entidades está situado en
el lugar donde se realiza la dirección de los ne-
gocios de las entidades, es decir, en el domicilio
social y fiscal de ENTIDAD 4, S.L., DOMICILIO 2, de
Pamplona.

En su virtud, la Junta Arbitral

ACUERDA

Declarar que el domicilio fiscal de las entidades
ENTIDAD 1, S.L. (NIF: ---------), ENTIDAD 2, S.L. (NIF: -
--------) y ENTIDAD 3, S.L. (NIF: ---------) está situado
en DOMICILIO, 2, de Pamplona.
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